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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-6506-0007-CO

*

Acción de Inconstitucionalidad


	Rita María Calvo Sánchez
	01-06-11
	PROTECCION PROCESAL Y ANTICIPO DE PRUEBA

-Artículos 204 y 293 de la Ley de Protección de Víctimas y Testigos. No. 8720.

La norma señala que cuando se tema por la seguridad de los testigos, se pueden reservar sus datos y características físicas. También se puede requerir al juez que reciba anticipadamente prueba, cuando la vida del testigo corra peligro y podrán igualmente protegerse sus datos y características. La recurrente considera que se lesiona el derecho de defensa el no conocer los datos de los testigos.



	11-6551-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José María Villalta Florez-Estrada
	01-06-11
	REDUCCIÓN DE ZONA DE PROTECCIÓN DE HATILLO

- Decreto Ejecutivo número 34303-MP-MIVAH. Publicado en La Gaceta número 31 del 13-01-2002.

El decreto impugnado reduce el área de protección y reserva de la ciudad satélite de Hatillo, lo que a juicio del accionante viola el derecho al ambiente y la participación ciudadana y además, asegura que se hizo sin estudios técnicos.

 

	11-6571-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fausto Antonio Mora Cerdas
	02-06-11
	PRESENCIA DE LAS PARTES EN LA AUDIENCIA EN VIA CONTENCIOSA

-Artículo 86 inciso 4) del Código Procesal Contencioso Administrativo. Ley número 8508. 

La norma señala que si, por razones debidamente demostradas, una de las partes o su representante no puede comparecer, según sea el caso, la audiencia podrá diferirse por una sola vez, a juicio del juez tramitador o del Tribunal. El accionante considera que la norma impugna restringe la independencia del juez y viola el derecho al debido proceso de las partes. 



	11-6560-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rosa María Rojas Sequeira
	01-06-11
	ELIMINACIÓN DE PENSIÓN A VIUDAS EN EL BANCO NACIONAL, PORQUE SE CASAN NUEVAMENTE

-Artículo 16 del Reglamento del Fondo de Garantías y Jubilaciones del Banco Nacional de Costa Rica. 

Se elimina la pensión a las viudas que se vuelven a casar. 



	11-6606-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Enrique Rojas Franco
	02-06-11
	JURISPRUDENCIA CONTENCIOSA

-Jurisprudencia de la Sala Primera y del Juzgado de Ejecución de lo Contencioso Administrativo sobre la ejecución de actos administrativos contemplados en el artículo 176 del Código Procesal Contencioso Administrativo y la práctica de admitir que en los procesos iniciados con la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, se apliquen figuras del Código Procesal Contencioso Administrativo. 



	11-6626-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José María Moreira Bejarano
	03-06-11
	REMOCIÓN DE ALBACEA

-Artículo 936 del Código Procesal Civil

En cuanto a personalidad del albacea, informes mensuales y depósitos de dinero, rendición de cuentas y remoción, se le aplicarán al sucesorio las disposiciones de los artículos 753 (*), 754 (*), 761 (*) y 762 (*). A los informes mensuales se les acompañarán los recibos y documentos correspondientes a los gastos, cuya copia se agregará al legajo. Si no se acompañaren, el juez prevendrá su presentación, bajo pena de no tener por comprobado el gasto. (* Los artículos indicados son ahora 776, 777, 784 y 785, respectivamente)



	11-6631-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Pablo Peña Badilla
	03-06-11
	CASOS EN LOS QUE PROCEDE EL RECURSO DE APELACIÓN EN EL CODIGO DE TRABAJO

-Artículo 500 del Código de Trabajo

La norma señala que el recurso de apelación sólo cabrá en los casos expresamente señalados en este Título o cuando se ejercite contra las sentencias definitivas o contra los autos que pongan término al litigio o imposibiliten su continuación, siempre que se interponga dentro de tercero día. Se acusa que las deserciones no tienen recurso de apelación. 



	11-6687-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mariano Castillo Bolaños
	03-06-11
	HIJOS DENTRO DEL MATRIMONIO

-Artículo 53 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. 

No se admitirá declaración en contrario respecto del hijo nacido durante el matrimonio, o en tiempo en que legalmente debe reputarse como nacido dentro de aquél. Se acusa que existen muchos requisitos para declarar un hijo que nació dentro de una relación de matrimonio, donde el padre no es el esposo de la madre, lo que considera el accionante violatorio a los derechos del niño de saber quien es su padre. 

	11-6835-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Emanuel Jiménez González y otro
	08-06-11
	REQUISITOS PARA SER ATENDIDO EN LA CCSS

-Artículo 74 inciso c) del Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social. Publicado en La Gaceta número 25 de 05-02-1997. Reformado en sesión de Junta Directiva de la CCSS número 8061 del 30-05-2006. Publicado en La Gaceta número 121 del 23-06-2006 y por sesión 8403 del 03-12-2009. Publicado en La Gaceta número 6 del 11-01-2010.

La norma señala que para recibir servicios de salud se debe presentar el carné de asegurado, lo que a juicio del recurrente no demuestra nada, pues en su caso estaba vencido, pero presentó la orden patronal. 



	11-6905-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Joaquín Acuña Mesén
	09-06-11
	REGLAMENTO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DE LA CONTRALORIA

-Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República. Número R-CO-16-2007. Publicado en La Gaceta número 76 del 20-04-2007.

El reglamento impugnado delega en otros funcionarios distintos a la Contralora y Sub-contralora la decisión final de los procedimientos administrativos, lo que el accionante considera una delegación inconstitucional, por no tener asidero legal. 



	11-6906-0007-CO
Consulta Judicial

	Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Segundo Circuito Judicial


	09-06-11
	COMPETENCIA DEL JUEZ CONTENCIOSO SOBRE MEDIDAS CAUTELARES DE LA LEY CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

-Artículos 20, 21 y 22 de la Ley contra la Delincuencia Organizada. No. 8754. 

-Sesión de Corte Plena número 18-10 del 14-06-2010, artículo XVI.

Las normas impugnadas otorgan competencia al Juez Contencioso Administrativo, para imponer medidas cautelares y sanciones de pérdida de patrimonio, obtenido por fuentes ilícitas, que es propio del campo penal. 



	11-6956-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Bautista Loría Martínez
	10-06-11
	REQUISITOS PARA APELACION DE UN TERCERO

-Artículo 561 del Código Procesal Civil. Ley 7130 del 21-07-1989.

La norma señala que podrá apelar la parte a la que le haya sido desfavorable la resolución, y también podrán hacerlo los terceros cuando ésta les cause perjuicio y no esté firme. Si apelare un tercero, el juez concederá audiencia por veinticuatro horas a las partes, dentro de la cual cualquiera de ellas podrá pedir que el tercero garantice, a satisfacción del juez, la indemnización a que puede haber lugar, para el caso de que la resolución fuere confirmada; si mediara solicitud en ese sentido, el juez ordenará la prestación de la garantía dentro de tres días; si no se rindiere, el recurso no será admisible. La resolución en la que se ordene la prestación de la garantía no tendrá recurso alguno. Si se rindiere la garantía y no se obtuviere la revocatoria o modificación de la resolución recurrida, se hará efectiva dicha garantía a favor de quien la hubiere pedido. 


	11-7053-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Antonio Agüero Berrocal
	13-06-11
	INTEGRACIÓN DE ORGANO DIRECTOR DEL PROCEDIMIENTO EN EL BANCO DE COSTA RICA

-Artículo 2 apartado 1 del punto b) del Reglamento para el Trámite de Investigaciones y Procedimientos Administrativos del Banco de Costa Rica, aprobado en sesión 14-05, artículo XV del 12 de abril del 2005 y su posterior  reforma contenida en el artículo 2 apartado d) del Reglamento de Procedimientos Administrativos del Banco de Costa Rica, aprobado por la Junta Directiva en sesión 61-10, artículo V del 20 de diciembre del 2010 y sesión 06-11 artículo VII del 07 de febrero del 2011. 

Se impugna el hecho de que el Órgano Director del Procedimiento Administrativo esté constituido por un miembro del Sindicato del Banco de Costa Rica, lo que a juicio del recurrente es una delegación de funciones que son propias de la administración. 



	11-7085-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	John Claudio Blanco Pérez
	13-06-11
	MULTAS DE TRANSITO FIJAS

-Artículos 149 y 154 de la Ley de Tránsito, número 7331.

Se acusa que en las normas impugnadas, previo a que el inspector de tránsito imponga la multa fija, no se le da al conductor debido proceso. Además se impone la sanción de descuento de puntos en la licencia. 



	11-7058-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal de Santa Cruz, Guanacaste.
	13-06-11
	CONDUCCIÓN TEMERARIA

-Artículos 110 en relación con el 254 bis párrafo 4) del Código Penal

Se acusa que el comiso en este delito, se ha convertido en una pena accesoria, pues es una consecuencia ex delito. Exp. 09-001764-0369-PE



	11-7059-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal de Santa Cruz, Guanacaste.
	13-06-11
	CONDUCCIÓN TEMERARIA

-Artículos 110 en relación con el 254 bis párrafo 4) del Código Penal

Se acusa que el comiso en este delito, se ha convertido en una pena accesoria, pues es una consecuencia ex delito. Exp. 09-000572-0414-PE



	11-7163-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Saúl Umaña Barquero 
	14-06-11
	REGLAMENTO AUTONOMO DE SERVICIO DEL IAFA

-Artículo 17 inciso z) del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia. 

La norma señala que se sancionará a los funcionarios por su proceder, contrario a las normas, disposiciones o buenas costumbres. El accionante considera que la conducta que se sanciona se encuentra completamente indeterminada. 



	11-7321-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Arturo Ortíz Sánchez
	16-06-11
	MODIFICACION DE LIMITES DE RESERVA INDIGENA

-Artículos 3, 6, 7 y 8 de la Ley Indígena. No. 6172 del 20-12-1977.

-Decreto Ejecutivo número 29956 de la Reserva Indígena de Bribrí de Kekoldi.

-Decreto Ejecutivo número 25296 que establece los límites de la Reserva Indígena de Kekoldi. 

Se acusa que la modificación de límites de la Reserva indígena Kekoldi, que aumentó la misma por vía decreto, afectó los intereses de las personas no indígenas.  



	11-7370-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Franklin Arroyo Vargas
	17-06-11
	EDAD MINIMA Y MAXIMA EMITIR ORDEN DE APREMIO POR PENSION ALIMENTARIA

-Artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias. No. 7654.

La norma señala que “de incumplirse el deber alimentario, podrá librarse orden de apremio corporal contra el deudor moroso, salvo que sea menor de quince años o mayor de setenta y uno”. Acusa el recurente que el artículo que se impugna no es acorde con la Ley del Adulto mayor, que define el adulto mayor lo es a los 65 años. 



	11-7388-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexis Artavia González
	17-06-11
	SANCIONES A PERSONAS SUJETAS A CONTROL Y FISCALIZACIÓN DE LA HACIENDA PUBLICA

 

-Artículo 34 inciso c) de la Ley de Control Interno.

-Artículo 14 de la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito.

-Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República.

Auditores internos no pueden ejercer su profesión si trabajan para una institución estatal. Sin embargo, se interpreta que tampoco pueden ejercer otra profesión diferente. Además se tiene un registro de sanciones los auditores sancionados, el cual se encuentra regulado por vía reglamento. En el caso concreto, lo que hubo fue una renuncia al cargo y aún así se le tiene inscrito como despedido. 



	11-7398-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jerry Ten Brink Tabsh y otro.

Desarrollos Naturales de Costa Rica S.A. y otros
	17-06-11
	PROCESOS DE QUIEBRA

-Interpretación y aplicación de los artículos 760, 785, 153 incisos 1 y 2 y 553 del Código Procesal Civil.

-Sentencias de la Sala Primera, Sala Segunda, Sala Constitucional y Tribunales Civiles. 

La norma y la jurisprudencia, niega la recurribilidad en el proceso de quiebra, pues se considera la prevención de pago como una resolución de trámite y no un auto, lo que a juicio del recurrente limita el derecho de defensa del deudor. Además, la remoción de abogados directores de procesos activos. 



	11-7401-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manrique Jiménez Meza 
	17-06-11
	EL ACCESO A PUESTOS DE ELECCION POPULAR SOLO SE PUEDE A TRAVÉS DE PARTIDOS POLITICOS

-Artículo 48 del Código Electoral

La norma señala que “el derecho de agruparse en partidos políticos, así como el derecho que tienen las personas a elegir y ser elegidas se realiza al tenor de lo que dispone el artículo 98 de la Constitución Política. En las elecciones presidenciales, legislativas y municipales solo pueden participar individualmente, o en coalición, los partidos inscritos que hayan completado su proceso democrático de renovación periódica de estructuras y autoridades partidistas.

Ninguna norma o disposición de este Código se interpretará en el sentido de debilitar el papel constitucionalmente asignado a los partidos políticos como expresión del pluralismo político, formadores de la manifestación de la voluntad popular y vehículos de la participación ciudadana en la política nacional”.

Se acusa que la norma no permite la participación directa de los ciudadanos a puestos de elección popular (elecciones presidenciales, legislativas y municipales).



	11-7576-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alfred Blaser
	22-06-11
	RENUNCIA A NACIONALDIAD AL OPTAR POR CIUDADANIA COSTARRICENSE

-Artículo 11 párrafo final de la Ley de Opciones y Naturalizaciones.

-Actuaciones de la Sección de Opciones y Naturalizaciones del Tribunal Supremo de Elecciones. 

A quienes opten por la ciudadanía costarricense se les obliga a renunciar a su nacionalidad, excepto que se trate de países con los que Costa Rica tenga tratados de doble nacionalidad. 



	11-7547-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ofelia Taitelbaum Yoselewich

Defensora de los Habitantes


	21-06-11
	OMISIÓN EN FONDO DE SUBSIDIOS PARA LA VIVIENDA

-Artículos 46, 51, 52, 54, 56 y 59 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda. No. 7052.

Las normas impugnadas crean el fondo de subsidios de vivienda para personas de escasos recursos y adultos mayores, puede recibir el bono quien no tenga núcleo familiar y que no tenga vivienda o quien la tenga y necesite repararla. Se debe inscribir el inmueble a nombre de la pareja, en caso de matrimonio, a nombre de la mujer, en caso de uniones de hecho, en ambos casos, deberá ponerse en régimen de patrimonio familiar. Los adultos mayores la inscribirán a nombre propio. Se indica que las familias con miembros con discapacidad permanente, recibirán un bono y medio. Se acusa que se omitió incluir en el grupo de beneficiarios, a las personas que con capacidades diferentes que no tienen una familia como red de apoyo. 



	11-7518-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fiorella Hidalgo Quirós
	21-06-11
	ASEGURADOS FAMILIARES

-Artículo 12 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social.

La norma señala que uno de los asegurados familiares es el conyugue, siempre que su dependencia económica se deba a invalidez, estudios superiores o desempleo involuntario. Indica la recurrente que no se le permite asegurar a su esposo en la CCSS. 



	11-7474-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Eladio Quirós Alvarez
	20-06-11
	TRABAJO COMUNAL UNIVERSITARIO

-Artículo 9 de la Ley de Creación del CONESUP. No. 6693 del 27-11-1981

Considera el recurrente que el TCU constituye un “trabajo forzoso”.



	11-7627-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Giovanni Alexis Sancho Rodríguez
	22-06-11
	SENTENCIAS JUDICIALES

-Sentencia número 127-P-08 del Tribunal de Juicio de Puntarenas.

-Sentencia 2110-001101 de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. 

Las sentencias fueron dadas por negociar terrenos en la zona marítima terrestre y las considera violatorias de los artículos 11 y 129 de la Constitución Política. 



	11-7632-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel H. Rodríguez Peyton

Presidente de la Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial Privado. (UCCAEP)


	22-06-11
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE LA PROPINA

-Jurisprudencia de la Sala Segunda, en la que establece la naturaleza salarial del 10% de servicio creado mediante la ley número 4946. “Ley de Creación de Derecho de Propina a Trabajadores de Restaurantes” del 03 de febrero de 1992 y sus reformas. 

En las sentencias 276-10, 865-10 y 381-10 la Sala Segunda indicó que la propina legal a la que tiene derecho un salonero por el servicio en las mesas, es de naturaleza salarial.  



	11-7596-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Penal de Heredia
	22-06-11
	EJECUCIÓN DE CONDENAS CIVILES EN VIA PENAL

-Artículo 464 del Código Procesal Penal

-Artículos 9 y 629 del Código Procesal Civil

-Artículo 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

Se indica que de la interpretación que ha hecho la Sala Primera de los artículos cuestionados, no se desprende modo alguno, que el legislador, tuviese la intensión de convertir a los tribunales penales en tramitadores y ejecutores ordinarios, de toda condena civil de suma líquida y exigible, porque de haberlo querido así, no tendría razón alguna, la remisión que hacen esas normas de remitir la ejecución de la condena civil a otras vías cuando no pueda ejecutarse inmediatamente la condena, o en el supuesto de desatención de la orden por parte del deudor. 



	11-7728-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rubén Hernández Valle y otro

Alcatel Centroamericana S.A.


	24-06-11
	COBRO DE IMPUESTOS A CONTRATOS DE ALQUILER DE MUEBLES

-Artículos 2 y 3 del transitorio único del Decreto Ejecutivo número 30389-H

-Criterios de la Dirección General de Tributación Directa números 799 del 13 de mayo de 1996 y 1275 del 29 de julio de 1997.

Se acusa que no existe disposición legal en la Ley del Impuesto sobre la Renta, que regule el “hecho generador” de los contratos de alquiler de muebles y las normas y criterios impugnados convierten en sujeto de impuestos estos contratos, violando con ello, entre otros, el principio de reserva legal. 



	11-7738-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Arturo Lobo Segura y otros
	24-06-11
	APROVECHAMIENTO DE BOSQUES PRIVADOS

-Decreto Ejecutivo número 35883-MINAET del 05 de abril del 2010. Publicado en La Gaceta número 88 del 07 de mayo del 2010. 

Se acusa que el decreto impugnado crea a favor de los propietarios de bosques, un derecho a talar árboles, realizar aprovechamiento forestal con base en inventarios forestales, y cambiar el uso de suelo, hasta en un 10% o más de sus bosques, desnaturalizando disposiciones contenidas en el artículo 19 de la Ley Forestal número 7575. 



	11-7745-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Chacón Novoa
	24-06-11
	PESCA EN GOLFO DULCE

-Decreto Acuerdo de la Junta INCOPESCA número ADJIP 138-2008. Reglamento para el establecimiento de áreas marinas para la pesca responsable (de conformidad con el decreto ejecutivo 27919-MAG). Publicado en La Gaceta numero 81 del 28 de abril del 2008.

Se acusa que con base en la normativa impugnada, no se otorga la extensión de licencias a los pescadores en Golfo Dulce. 



	11-7751-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Laboral de Menor Cuantía de Grecia
	24-06-11
	CONFLICTOS ENTRE TRIBUNALES

-Articulo 45 del Código Procesal Civil

-Artículo 194 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

Las normas señalan que los tribunales no podrán sostener competencias con los superiores que ejerzan jurisdicción sobre ellos, con cuyas resoluciones tendrán que conformarse y que cualquier otra infracción o negligencia en el cumplimiento de los deberes propios del cargo, será conocida por los órganos competentes, a efecto de examinar si constituyen falta gravísima, grave o leve, con el objeto de aplicar el régimen disciplinario. 



	11-7932-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marlon Gerardo Gómez Pizarro
	27-06-11
	EXCEPCIONES EN LA RESTRICCIÓN VEHICULAR

-Artículo 16 del Decreto Ejecutivo número 36559-MTSS, denominado “Restricción Vehicular”. 

La norma estableció como excepción a la regla de no circulación a las motocicletas y motobicicletas. Señala que debió establecerse como excepción los carros eléctricos, por cuanto el fin de la restricción es el ahorro de combustible. 



	11-7926-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Giselle Quesada Vega
	28-06-11
	AVISOS DE REMATES EN EL BOLETIN JUDICIAL

-Artículo 21.5 de la Ley de Cobro Judicial

La norma señala que la publicación de remate se hará en la Gaceta; sin embargo, se acusa que los jueces lo hacen en el Boletín Judicial. 



	11-7917-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Francisco Bolaños Montero 
	28-06-11
	PLAZO PARA DECLARAR EN VÍA DE TRANSITO

-Artículo 162 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. 

La norma establece el plazo de 10 días hábiles, a partir del recibo de la boleta, para que el imputado comparezca ante el juzgado a indicar si acepta o no los cargos.



	11-7880-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Francisco Masís Mata
	28-06-11
	SANCIONES IMPUESTAS A LOS ABOGADOS

- Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Aprobado en sesión número 47-2004 del 11-11-2004. Publicado en La Gaceta número 242 del 10-12-2004.

-Acuerdo de Junta Directiva del Colegio de Abogados, constituido en Consejo de Disciplina, número 22-2008 del 24 de junio. 

Acusa el recurrente que las sanciones administrativas sólo pueden ser determinadas por ley. 



	11-7916-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eugenio Trejos Benavidez

Instituto Tecnológico de Costa Rica


	28-06-11
	INFORMES DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA

-Oficios DFOE-SOC-1196 del 29-11-2010 y DFOE-SOC-IF-75-2010 de la Contraloría General de la República. División de Fiscalización Operativa y Evaluativo. Área de Servicios Sociales. 

La Contraloría ordena al Directorio de la Asamblea Institucional Representativa, en los oficios impugnados a reunirse en un plazo determinado, para analizar los informes sobre el cierre de programas y proyectos y la falta de traslados de recursos de FUNDATEC al ITCR y esta orden, a juicio del recurrente, lesiona la autonomía universitaria. Asimismo, cuestiona los informes emitidos por la Contraloría. 



	11-7924-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Familia de Desamparados
	28-06-11
	JUDICIACILIZACIÓN DEL DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO

-Artículos 48 inciso 7 párrafo último, 58 inciso 7 y 40 del Código de Familia. 

Cuestiona la homologación irrestricta de los asuntos de divorcio por mutuo consentimiento, en donde no hay hijos, ni bienes y si hay bienes, ya han sido debidamente repartidos, es contrario a la autonomía de voluntad de los conyugues. Exp. 11-400573-637-FA.



	11-7986-0007-CO

Consulta Judicial


	Juez de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón
	29-06-11
	SALARIO ESCOLAR

-Circulares del Consejo Superior números 159-08 publicada en La Gaceta 186 del 26-09-08 y 69-2001. Disponen que se el pago de gastos extraordinarios, como el de educación, no depende de que el obligado alimentario reciba o no un ingreso extra, que todos deben pagarlo. 

El juez considera que estas son directrices administrativas que imponen una obligación y puede estar en contra de los artículos 11, 78, 105 y 121 de la Constitución Política, el 37 del Código de la Niñez y la Adolescencia y el 160 del Código de Familia. Exp. 03-700363-0246-PA.



	11-8049-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Emilio Granados Calvo
	30-06-11
	OMISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

-Omisión de cumplir la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del 02 de julio del 2004.

Omisión del Poder Legislativo de no emitir la ley en torno a la libertad de expresión y prensa, en especial en lo referente a los casos de delitos contra el honor, establecidos en el Código Penal, cuando se trate de comunicadores sociales, en el ejercicio de sus funciones o ciudadanos que emiten su opinión. Caso Mauricio Herrera c/ Costa Rica.



	11-8061-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Humberto Murillo Sánchez
	30-06-11
	DERECHO A RECIBIR SALARIO DE MUSICO Y PENSIÓN DEL MAGISTERIO NACIONAL

-Artículo 6 de la Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Ley 2248 del 05 de diciembre de 1958. 

-Artículo 6 de la Ley de Reforma Integral de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Ley número 7268 del 14 de noviembre de 1991.

-Artículos 76 y 77 de la Ley de Reforma Integral de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio. Ley 7731 del 13 de julio de 1995.

Quien labora como músico de banda no puede recibir además una pensión, lo que si se les permite a los músicos de la Sinfónica Nacional.

 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-004830-0007-CO

Voto 2011-005655
	03-06-11
	A las dieciséis horas con dieciséis minutos. Consulta Judicial. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste en lo referente a la resolución de las ocho horas doce minutos del ocho de abril del dos mil once, dictada dentro del expediente número 09-201548-0413-PE, que es proceso seguido contra Miguel Mendoza Palacios por Infracción a la Ley de Tránsito. Se suspende el trámite de esta consulta, hasta tanto no sea resuelta la consulta judicial número 10-009043-0007-CO que se tramita en esta Sala.-

	11-005596-0007-CO

Voto 2011-007390
	08-06-11
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jesús Antonio Verán Tagliabue en contra del artículo IV.6.4.1 inciso a) del Reglamento de Construcciones del diez de noviembre de mil novecientos ochenta y dos. Se rechaza de plano la acción.-

	10-016305-0007-CO

Voto 2011-007421
	08-06-11
	A las quince horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporación Bananera Nacional, Fiduciaria Bananera del Sur, S.A. en contra de los 45, 58 y 59 de la Ley de la Jurisdicción Agraria. Se rechaza por el fondo la acción-

	11-005596-0007-CO

Voto 2011-007390
	08-06-11
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jesús Antonio Verán Tagliabue en contra del artículo IV.6.4.1 inciso a) del Reglamento de Construcciones del diez de noviembre de mil novecientos ochenta y dos. Se rechaza de plano la acción.-

	11-004685-0007-CO

Voto 2011-007391
	08-06-11
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Nacional Intermediarios de Seguros de Costa Rica, Víctor Asch Corrales en contra del Transitorio III del Reglamento de Comercialización de Seguros, acuerdo SUGESE 03-10, sesión CONASSIF número 886-2010 del quince de octubre de dos mil diez. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-005303-0007-CO

Voto 2011-007392
	08-06-11
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Ramón Morales Mora en contra de la JURISPRUDENCIA DE SALA TERCERA Y LOS TRIBUNALES DE CASACIÓN PENAL, según la cual Se anulaN parcialmente laS sentenciaS en cuanto a la determinación de la pena, ordenándose su reenvío sobre ese único extremo. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-004127-0007-CO

Voto 2011-007437
	08-06-11
	A las quince horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yadira Pérez Calderón contra del artículo 561 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.-

	09-013713-0007-CO

Voto 2011-007442
	08-06-11
	A las quince horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Leonel Alvarado Montero en contra del artículo 234 del Código de Familia, por estimarlo contrario a los artículos 33, 51 y 52 de la Constitución Política. Se rechaza por el fondo la acción.  La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Jinesta Lobo salvan el voto.-

	09-009306-0007-CO

Voto 2011-007443
	08-06-11
	A las quince horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcalde Municipal de Mora en contra del Apoderado Generalísimo Sin Límite de Suma de G y B Finacial Advisors S.A., Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, Presidenta de la Republica de Costa Rica, Presidenta Ejecutiva Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo. No ha lugar a la gestión formulada.-

	10-009043-0007-CO

Voto 2011-007783
	15-06-11
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Consulta Judicial. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz en lo referente a la resolución de las once horas veintiocho minutos del veintitrés de junio del dos mil diez, dictada en el expediente número 09-001837-396-PE, que es causa por el delito de conducción temeraria seguida contra Porfirio Gutiérrez Monjarres en perjuicio de La Seguridad Pública. Se evacúa la consulta en el sentido que es inconstitucional la aplicación automática del artículo 110 del Código Penal relativo al comiso, al delito de conducción temeraria establecido en el artículo 254 bis del Código Penal.-

	11-002954-0007-CO

Voto 2011-007808
	15-06-11
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Santos Lara García en contra de los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP del cuatro de julio de mil novecientos noventa y seis. Intervinieron también en el proceso la Procuradora General de la República Ana Lorena Brenes Esquivel y el Gerente General del Instituto Nacional de Seguros, José Ángel Villalobos Villalobos. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, debe entenderse incluido al padre de crianza como beneficiario en los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las normas impugnadas, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	11-005043-0007-CO

Voto 2011-007809
	15-06-11
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guillermo Vargas Roldán en contra de los artículos 130 al 136, 152, 153, 154 y 155 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a lo dispuesto en los artículos 152 y 153 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. En cuanto a los artículos 130, 132, 133, 134, 135 y 136 de esa Ley, se rechaza de plano la acción. Continúese la tramitación de la acción únicamente en cuanto a lo dispuesto en el artículo 131 inciso b) de la mencionada Ley.-

	11-002680-0007-CO

Voto 2011-007810
	15-06-11
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fernando Ortiz Mata en contra del artículo 122 inciso c) punto 2 de la Ley de Tránsito. Se suspende el trámite de esta acción, hasta tanto no sean resuelta las acción de inconstitucionalidad tramitada en esta Sala con el número de expediente  número 11-002410-0007-CO.-

	11-004278-0007-CO

Voto 2011-007811
	15-06-11
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Alberto Méndez Bustamante en su condición de defensor público de Romilio Badilla Rojas en contra del ARTICULO 208 DEL CODIGO PENAL, por estimarlo contrario a los principios de legalidad, lesividad, proporcionalidad y razonabilidad. Se rechaza de plano la acción.-

	11-003462-0007-CO

Voto 2011-007812
	15-06-11
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Chiristia María Ocampo Baltodano en contra del Decreto Ejecutivo número 24432-H-J, Reglamento Operativo del Programa de Regularización del Catastro y Registro, publicado en el Diario Oficial La Gaceta, número 68 de ocho de abril de 2008, por estimarlo contrario al artículo 121 inciso 15) de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Castillo Víquez pone nota separada.-

	10-013354-0007-CO

Voto 2011-007813
	15-06-11
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Adrián Torrealba Navas, en su condición de Apoderado Especial Judicial de Ajolí Sociedad Anónima, Iguanas Gordas Sociedad Anónima, Itauna Helement Santa Teresa Sociedad Anónima, La Casa del Sol de Santa Teresa Sociedad Anónima, Lutano Sociedad Anónima, Nuestra Familia Sociedad Anónima, Tres Ranas Voladoras Sociedad Anónima y Trópico Latino Sociedad Anónima en contra del artículo 48 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, y los artículos 49 y 50 del Reglamento a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-005628-0007-CO

Voto 2011-007818
	15-06-11
	A las quince horas con seis minutos. Consulta legislativa facultativa de constitucionalidad. DANILO CUBERO CORRALES, ADONAY ENRIQUEZ GUEVARA, DAMARIS QUINTANA P., ERNESTO CHAVARRÍA R., WÁLTER CÉSPEDES S., MARÍA DE LOS ÁNGELES ALFARO, MANUEL HERNÁNDEZ RIVERA, LUIS A. ROJAS VALERIO, VÍCTOR EMILIO GRANADOS y RITA CHAVES CASANOVA en lo referente a la aprobación del proyecto denominado “Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales”, que se tramita en el expediente legislativo No. 16.679. Se evacua la consulta legislativa facultativa en el sentido que el proyecto denominado "Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales" -tramitado en el expediente legislativo No. 16.679-, en cuanto al fondo, no contiene vicios de inconstitucionalidad. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechaza de plano la presente consulta legislativa facultativa, conforme lo indica en el último considerando de la presente sentencia.-

	11-005832-0007-CO

Voto 2011-008150
	22-06-11
	A las quince horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. John Claudio Blanco Pérez en contra de los artículos 131 inciso a), 108 inciso a) y 83 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se rechaza de plano la acción.

	11-006506-0007-CO

Voto 2011-008151
	22-06-11
	A las quince horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rita María Calvo Sánchez, en su condición de abogada defensora de Jimmy Alexander López López en contra de los artículos 204 y 293 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.

	07-016111-0007-CO

Voto 2011-008156
	24-06-11
	A las nueve horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hotelera Bonanza S.A. en contra del 44 de la Ley del Impuesto sobre la Renta N° 7092. Intervino también en el proceso Farid Beirute Brenes en representación de la Procuraduría General de la República. Se declara parcialmente con lugar la acción, únicamente, en cuanto se impugna la directriz No. DN-28-03 de 30 de septiembre de 2003 la que fue aclarada por la No. DN-30-03 de 29 de octubre de 2003, las que se declaran inconstitucionales. Se dimensiona la declaratoria de inconstitucionalidad en el sentido que tiene efectos a partir de su publicación íntegra en el Boletín Judicial, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material, salvo para el caso concreto en que tiene eficacia retroactiva a la fecha de vigencia de las directrices. Comuníquese a la Dirección General de Tributación Directa. Publíquese en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro consigna nota.  -

	08-002550-0007-CO

Voto 2011-008626
	29-06-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. PRESIDENTE DE LA CAMARA DE PATENTADOS DE COSTA RICA Y HUBERT GERARDO ARAYA ARIAS en contra del término “audiciones” contenido en el artículo 50 de la Ley sobre Derechos de Autor y Derechos Conexos, No. 6683 del 14 de octubre de 1982; el inciso 6), artículo 30, del Reglamento de la Ley de Derechos de Autor, Decreto Ejecutivo No. 24611-J del 4 de setiembre de 1995; el artículo 1, la frase “audiciones o presentaciones hechas con uso de fonogramas, de filmes, de videos sonoros y otros medios” contenida en el artículo 2, así como los artículos 3, 4 y 7, todos del Reglamento al artículo 50 de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, Decreto Ejecutivo No. 23485-MP del 5 de julio de 1994. Intervienen también en la acción la PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y LA ASOCIACIÓN DE COMPOSITORES Y AUTORES MUSICALES DE COSTA RICA (ACAM). Se declaran sin lugar las acciones acumuladas Nos. 08-2550-0007-CO y 08-4961-0007-CO. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar las acciones respecto de los artículos 50 de la Ley sobre Derechos de Autor y derechos conexos, 1, 3 y 4 del Decreto Ejecutivo No. 23485.-

	10-015687-0007-CO

Voto 2011-008709
	29-06-11
	A las quince horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. YURIBETH MENDEZ CASTRO en contra del ARTÍCULO 221 DE LA LEY DE TRÁNSITO POR VÍAS PÚBLICAS Y TERRESTRES. Se rechaza de plano la acción.-

	11-007163-0007-CO

Voto 2011-008710
	29-06-11
	A las quince horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. GISELLE AMADOR MUÑOZ en contra de la frase "y cualquier otro proceder contrario a las normas, disposiciones o buenas costumbres", contenida en el inciso z) del artículo 17 del Reglamento Autónomo de Servicios del Instituto de Alcoholismo y Farmacodependencia. Se rechaza de plano la acción.-

	11-001308-0007-CO

Voto 2011-008711
	29-06-11
	A las quince horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ALCALDE MUNICIPAL DE ESCAZÚ en contra del artículo 953 del Código Procesal Civil, así como de la jurisprudencia del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda contenida en las sentencias 00113 de las dieciséis horas del dieciocho de marzo de dos mil diez, 494-2010 de las diez horas treinta minutos del veintinueve de setiembre de dos mil diez y 407-2010-II de las catorce horas diez minutos del catorce de octubre de dos mil diez. Se rechaza de plano la acción.-

	11-007053-0007-CO

Voto 2011-008712
	29-06-11
	A las quince horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Antonio Agüero Berrocal en contra del apartado 1. del punto d) del artículo 2 del Reglamento para el Trámite de Investigaciones y Procedimientos Administrativos del Banco de Costa Rica y su reforma. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.-

	11-006835-0007-CO

Voto 2011-008713
	29-06-11
	A las quince horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. EMMANUEL JIMÉNEZ GONZÁLEZ en contra del INCISO C) DEL ARTÍCULO 74 DEL REGLAMENTO DEL SEGURO DE SALUD DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Se rechaza de plano la acción.-

	11-003068-0007-CO

Voto 2011-008714
	29-06-11
	A las quince horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Luis Gutiérrez Soto en contra del artículo 11 de la Ley de Cobro Judicial No 8624, por estimarlo contrario a los principios de proporcionalidad, razonabilidad, buena fe y equidad. Se rechaza de plano la acción.-

	11-006287-0007-CO

Voto 2011-008715
	29-06-11
	A las quince horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. MARIO ARIAS VALLE, PEDRO CASTILLO ESPINOZA, ERICK DANIEL VALVERDE ARIAS y RANDALL ZUMBADO MOLINA en contra de los incisos 2) y 3) del artículo 351 de la Ley General de la Administración Pública. Se rechaza de plano la acción.-

	11-007370-0007-CO

Voto 2011-008716
	29-06-11
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad. FRANKLIN ARROYO VARGAS en contra del artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-004486-0007-CO

Voto 2011-008717
	29-06-11
	A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Eduardo Jiménez Ulloa en su condición de Presidente con Facultades de Apoderado Generalísimo Sin Límite de Suma de la sociedad denominada Bodegas del Este, S.A., cédula jurídica 3-101-184824; en contra de los ARTICULOS 107, 108 y 109 DEL REGLAMENTO INTERNO DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD. Se rechaza de plano la acción.-

	11-001235-0007-CO

Voto 2011-008718
	29-06-11
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carmen María Muñoz Quesada, Néstor Manrique Oviedo Guzmán, Juan Carlos Mendoza García, José Joaquín Porras Contreras, Justo Orozco Alvarez, José María Villalta Flores-Estrada, Mayid Halabi Fauaz, Carlos Fernando Arias Avendaño, Gonzalo Bermúdez Fallas, Gerardo Fumero Paniagua y Sara Salazar Badilla en contra del DECRETO EJECUTIVO DE 35866 MINAET. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada infracción a los artículos 11, 33, y 41 de la Constitución Política. En los demás extremos se rechaza de plano. Los magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan su voto y le dan curso a la acción por la violación al principio de Reserva de Ley por parte del Decreto Ejecutivo N°35866 MINAET.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	11-4568-007-CO
	Francisco López Arce contra el artículo párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Resolución de las 10:19 horas del 09 de mayo del 2011

Boletín judicial 107, 108, 109 del 03, 06 y 07 de junio del 2011.

	PROHIBICIÓN DE RECIBIR SALARIO Y PENSIÓN EN EL PODER JUDICIAL

La norma se impugna en cuanto que el Consejo Superior del Poder Judicial, le denegó una gestión formulada con el objetivo de que le pagaran las jubilaciones que le fueron suspendidas desde el mes de marzo de 2007 en adelante, pues se encuentra desempeñando un cargo remunerado en la Administración Pública. Alega que la disposición cuestionada es similar al párrafo 1º del artículo 14 de la Ley General de Pensiones, norma que fue declara inconstitucional por la Sala en la sentencia No. 2010-15058 de las 14:50 hrs. de 8 de setiembre de 2010. Considera que el artículo referido es ilegítimo, en el tanto, de manera implícita, establece la prohibición de recibir jubilación o pensión del Estado, por cualquier concepto, y ocupar al mismo tiempo, un cargo remunerado en la Administración Pública. Insiste en que se le obligó a renunciar expresamente, a la jubilación correspondiente, durante el tiempo que ocupara el cargo de Juez de Violencia Doméstica de Desamparados, con lo que se convierte en un mecanismo disuasorio para que no se ejerza el empleo o cargo público remunerado. Estima que la norma efectúa una distinción carente de motivos objetivos y razonables, por lo que es discriminatoria, en el tanto el monto de jubilación o de pensión no es suspendido si el ex servidor opta por laborar en la empresa privada. Por lo descrito, estima lesionado su derecho al trabajo y a acceder a los cargos públicos, consagrados por los artículos 56 y 192 de la Constitución Política. Estima que se le despoja temporalmente del goce de una jubilación del Estado, lo que lesiona el principio de intangibilidad del patrimonio. Argumenta que la norma es irrazonable, pues resulta desproporcionada para lograr el fin propuesto (redistribución o sostenibiliad del régimen de pensión). Considera que irrespeta los principios de justicia social y solidaridad, pues hace imposible recibir una jubilación del Estado y, al mismo tiempo, un cargo, salarialmente remunerado por la Administración Pública. 

	11-1573-007-CO
	Luis Aguilar Herrera contra el articulo 62, párrafo primero del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho

Resolución de las 13:32 horas del 10 de mayo del 2011

Boletín judicial 107, 108, 109 del 03, 06 y 07 de junio del 2011.

	LIMITACIONES PARA CONOCER ASUNTOS UNA VEZ COCLUIDA LA RELACION LABORAL

La norma se impugna en cuanto dispone sin sujeción a plazo alguno una sanción, prohibición o restricción perpetua e indefinida para el ejercicio de su derecho al trabajo. Dicha norma imposibilita al profesional en derecho a dar patrocinio en casos en lo cuales fueron de su conocimiento o tramitación cuando fungía como funcionario público, o en los cuales sean tramitados en la oficina de la cual es ex funcionario. Señala que en resolución administrativa, se impuso al recurrente una sanción disciplinaria de suspensión en el ejercicio profesional hasta por un año, por cuanto fungió como juez integrante decisor en la sentencia cuya ejecución se había planteado. No obstante, dicha norma no contempla un plazo determinado a partir del cual un ex funcionario judicial o público pueda llevar el patrocinio de un proceso, con lo que se somete al administrado a una prohibición ad perpetua. Aclara que al momento de presentar el proceso de ejecución de sentencia tenía casi de 1 año y 4 meses de haber cesado su relación laboral, ante su jubilación del puesto que desempeñaba en el Poder Judicial.  



	11-5614-007-CO
	Juan Carlos Madrigal Durán contra el inciso d) del artículo 9 del Reglamento al Estatuto del Servicio Civil.

Resolución de las 16:37 horas del 16 de mayo del 2011.

Boletín judicial 109, 110, 111 del 07, 08 y 09 de junio del 2011.

	REQUISITOS DE INGRESO AL REGIMEN DE SERVICIO CIVIL

La norma impone como requisito de ingreso, no haber sido destituido por infracción de las disposiciones del Estatuto o de los  reglamentos autónomos respectivos en los tres años anteriores a la fecha de ingreso, o en un plazo mayor si a juicio de la Dirección, la gravedad de la falta lo amerita. Se impugna en cuanto lesiona los artículos 33, 56, 191 y 192 de la Constitución Política, así como los principios de razonabilidad y proporcionalidad, de libre elección del trabajo, de igualdad y no discriminación en el acceso a los cargos públicos. 

	11-3825-007-CO
	Cyrman Sánchez contra los artículos 124 y 116 b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios

Resolución de las 9:02 horas del 18 de mayo del 2011
Boletín judicial 109, 110, 111 del 07, 08 y 09 de junio del 2011.

	DETERMINACIÓN DE RENTA LIQUIDA GRAVABLE

Las normas se impugnan en cuanto la accionante estima que la normativa impugnada establece una delegación inconstitucional de potestades tributarias reservadas a la ley en favor de la Dirección General de Tributación, así como la ausencia de criterios objetivos para el ejercicio de la facultad fiscalizadora, lo cual provoca que se pueda realizar una determinación tributaria contraria a la capacidad contributiva del contribuyente, que puede llegar a ser confiscatoria. Asimismo, considera que las normas impugnadas lesionan los principios de razonabilidad y proporcionalidad.


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	093
	16 de mayo del 2011
	Sentencia 2011-01361

Expediente 06-07779-0007-CO. A las nueve horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elizabeth Fonseca Corrales, Rodrigo Castillo Escalante en contra de loa Actos dictados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, sobre la Conformación de las Comisiones Permanentes Especiales y Especiales. Se declara PARCIALMENTE CON lugar la acción. En consecuencia se declaran inconstitucionales los acuerdos tomados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, identificados con los números 02-06-07 y 06-06-07 tomados en las sesiones del 22 y 23 de mayo del 2006, en lo que respecta a la conformación de la Comisión Permanente Especial de Nombramientos y la Comisión Permanente Especial de Turismo para el periodo 2006-2007. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria para que la inconstitucionalidad declarada no afecte la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. En lo demás se declara SIN lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	107-108-109
	03-06-07 de junio del 2011
	Sentencia 2011-04431 

Expediente 10-14139-0007-CO. A las diez horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bearingpoint México Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital Variable en contra del artículo 205 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, Decreto Ejecutivo número 33411 de 27 de setiembre de 2006. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara parcialmente con lugar la acción.- (Se corrige el voto de la presente acción en la votación del 06-04-11):



	107-108-109
	03-06-07 de junio del 2011
	Sentencia 2011-04430

Expediente 08-10660-0007-CO. A las diez horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. INS Valores Puesto de Bolsa, Sociedad Anónima, en contra de los artículos 157 incisos 5) y 6) y 158 incisos 2) y 3) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, número 7732, por estimar que son contrarios a los artículos 11, 33, 39 y 41 de la Constitución Política, así como a los principios constitucionales del debido proceso que se derivan de esas normas. Esténse los accionantes a lo resuelto en la resolución número 2006-013329 en relación con el artículo 158.3 de la Ley impugnada. En lo demás, sobre la inconstitucionalidad del artículo157.5, del artículo 157.6 y del artículo 158.2 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, ley número 7732, y sobre el alegato de violación al principio de igualdad, se declara sin lugar la acción.-



	108-109-110
	06-07-08 de junio del 2011
	Sentencia 2011-06351

Expediente 07-12763-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Hugo González Montero en contra de los artículos 34 y 63 de la Décima Reforma a la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional. Por mayoría se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "hasta por el tope de 25 meses" del artículo 34 de la Quinta Convención Colectiva del Banco Nacional. En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los magistrados Calzada Miranda, Armijo Sancho y Jinesta Lobo salvan el voto y rechazan de plano en su totalidad la acción planteada por razones separadas. Notifíquese.-



	108-109-110
	06-07-08 de junio del 2011
	Sentencia 2011-06400

Expediente 10-06476-0007-CO. A las quince horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Camposanto La Piedad S.A. en contra del Artículo 27 del Reglamento General de Cementerios. Decreto Ejecutivo No. 32833-S del 03 de agosto del 2005. Se declara sin lugar la acción.- Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran la acción con lugar con todas sus consecuencias.-



	109-110-111
	07-08-09 de junio del 2011
	Sentencia 2011-06401

Expediente 09-16911-0007-CO. A las quince horas con veinticinco minutos. Consulta judicial facultativa. JUZGADO DE FAMILIA DE HEREDIA en lo referente a la resolución de las 14:30 horas de 6 de noviembre de 2009, dictada dentro del proceso de investigación de paternidad y reembolso de gastos de embarazo y maternidad de K.V.V.Z. contra A.B.S.C., tramitado en el expediente No. 09-000069-0364-FA, del artículo 96, párrafo primero, del Código de Familia. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la frase del artículo 96, párrafo primero del Código de Familia que dice: durante los doce meses posteriores al nacimiento, resulta inconstitucional en los términos expuestos en el considerando VI de esta sentencia. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, relaciones o situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa jugada material. Por lo anterior debe entenderse que el órgano jurisdiccional estará habilitado para condenar al padre, incluso, a rembolsar a la madre aquellos gastos de maternidad del hijo o de la hija, debidamente acreditados, posteriores a los doce meses del nacimiento siempre que no estén cubiertos por la prescripción decenal a tenor de lo dispuesto en el mismo artículo 96 del Código de Familia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa, al Juzgado Consultante y a la Procuraduría General de la República.-



	109-110-111
	07-08-09 de junio del 2011
	Sentencia 2011-05966

Expediente 09-10478-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bolcomer Bolsa de Comercio s.a. en contra del Transitorio IX de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, así como el reglamento para las Bolsas de Comercio del CONASSIF. Se declara con lugar la Acción de Inconstitucionalidad por mayoría. Se anula el Transitorio IX de la Ley Reguladora del Mercado de Valores N° 7732 de 17 de diciembre de 1997, publicada en La Gaceta N° 18 de 27 de enero de 1998 y el Reglamento para las Bolsas de Comercio, emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y publicado en La Gaceta N° 188 de 22 de octubre de 2006. De acuerdo con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensiona en el tiempo la nulidad aquí pronunciada, la que regirá prospectivamente al cumplirse un año de la presente Sentencia, con el objeto de evitar dislocaciones a la seguridad, a la justicia y a la paz social. Lo anterior, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, las situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese a la Procuraduría General de la República, al accionante, a las partes del asunto previo y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Publíquense los avisos e íntegramente el voto en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Jinesta y Araya salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	109-110-111
	07-08-09 de junio del 2011
	Sentencia 2011-06010

Expediente 10-15314-0007-CO. A las quince horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inmobiliaria Topus Uranus S.A. en contra del párrafo segundo del artículo 10 bis, el párrafo primero y cuarto del artículo 12, así como el artículo 23, todos de la LEY DE IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES, NO. 7509 DE 9 DE MAYO DE 1995. Se rechaza de plano la acción.-



	109-110-111
	07-08-09 de junio del 2011

	Sentencia 2011-06348

Expediente 10-12558-0007-CO. A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yuribeth Méndez Castro en contra de los Artículos 152 y 153 de la Ley de Tránsito. Se declara sin lugar la acción.-



	109-110-111
	07-08-09 de junio del 2011


	Sentencia 2011-06349

Expediente 10-16918-0007-CO. A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad.      Carlos Báez Sossa, Unión Nacional de Empleados de la Caja y la Seguridad Social en contra del artículo 2.6 inciso a), del Manual de Reclutamiento y Selección de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara con lugar la acción y en consecuencia, se anula la frase "hasta uno de ellos" establecida en el artículo 2.6 inciso a), del Manual de Reclutamiento y Selección de la Caja Costarricense del Seguro Social. Asimismo por existir conexidad con la misma restricción del derecho fundamental del trabajo se elimina de los incisos b) y c) del mismo artículo las frases que señalan "hasta tres y hasta un máximo de dos" respectivamente, debido a que de conformidad con el principio de razonabilidad y proporcionalidad no puede existir restricción en número, lo anterior en respeto al derecho a la Constitución. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de la disposición ahora declarada inconstitucional. Reséñese este pronunciamiento en La Gaceta (Diario Oficial), publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y comuníquese al Poder Judicial y a la Asamblea Legislativa. El Magistrado Gilbert Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Notifíquese.-



	109-110-111
	07-08-09 de junio del 2011


	Sentencia 2011-06350

Expediente 10-12026-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvaro Justo Quirós Sánchez, Walter Xavier Niehaus Bonilla en contra de las instrucciones o circulares verbales de la Procuraduría General de la República que rechazan la aplicación de medidas alternativas en las causas penales por conducción temeraria, delitos contra la autoridad pública e infracción a la Ley de Armas. Se declaran CON LUGAR las acciones acumuladas. En consecuencia se anulan las instrucciones giradas por la Procuraduría General de la República, que limitan en forma absoluta la posibilidad de negociar salidas alternativas en los procesos penales seguidos por los delitos de conducción temeraria, contra la Autoridad Pública e infracción a la Ley de Armas. Para evitar graves dislocaciones de la seguridad jurídica, la justicia y la paz social, esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos prospectivos a partir de la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial, de manera que se aplicará, únicamente, para los procesos en trámite o suspendidos que no hayan sido resueltos, consecuentemente no será aplicable a las causas penales fenecidas por sentencia firme o que se encuentren en la fase de impugnación, salvo en los asuntos base de esta acción, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese a la Procuradora General de la República, el accionante, las partes del asunto base,   al Ministerio Público y a la Defensa Pública. Publíquense los avisos e íntegramente el voto en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. El Magistrado Mora declara con lugar la acción únicamente en cuanto se refiere a la falta de legitimación de la Procuraduría General de la República para actuar como parte en los delitos de conducción temeraria. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Castillo Víquez consigna nota.-
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AMBIENTE 

8409-11. PERMISOS.  SE OTORGAN SIN VIABILIDAD AMBIENTAL PARA CONSTRUCCIÓN DE PROYECTO  DE CEMENTERIO EN SAN RAMÓN. Alegan los recurrentes que a pesar de que el Ministerio de Salud ha determinado que el proyecto de Cementerio denominado Anhelos Hondos, ubicado en Alfaro de San Ramón, no cumple con los retiros necesarios establecidos en el Reglamento General de Cementerios, respecto de los dos pozos que existen en las colindancias y de los cuales se surte de agua potable a una gran parte de la población, la Secretaría Técnica Nacional Ambiental procedió a otorgar la viabilidad al proyecto, sin participación de los afectados en la audiencia oral y privada, pues no fueron convocados o citados.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula las resoluciones número 782-2006- SETENA de 5 de mayo del 2006, la Secretaría Técnica Nacional Ambiental la cual otorgó viabilidad al proyecto Camposanto Anhelos Hondos, y la resolución número R-0190-2007 MINAE de 18 de abril de 2007, del Ministro de Ambiente y Energía, la cual confirma la viabilidad ambiental del proyecto en cuestión y da por agostada la vía administrativa. CL

8604-11. AGUAS. DENUNCIA POR DESBORDAMIENTO Y CRECIDA DE QUEBRADA EN SAN JUAN DE DIOS DE DESAMPARADOS. Reclama la recurrente que la Municipalidad recurrida ha incurrido en una dilación excesiva e injustificada en la resolución de la gestión que presentó el 8 de marzo de 2011,  en forma conjunta con vecinos de la comunidad de San Juan de Dios,  en el que expusieron los problemas que se han dado como consecuencia del desbordamiento y crecida del caudal de la quebrada que pasa frente a sus casas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Desamparados, disponer lo necesario para que, dentro de los tres meses siguientes a la notificación de esta resolución, se disponga y ejecute lo necesario para que el problema ambiental que reclama la recurrente se corrija de manera definitiva. CL

8084-11.  NEGOCIO PRIVADO. CONSTRUCCIÓN DE HOTEL EN PLAYA MATAPALO DE CARRILLO EN GUANACASTE. Argumenta el recurrente  que en Playa Matapalo de Carrillo en Guanacaste se construye un hotel de setecientas habitaciones,  el cual, inició sus principales obras sin contar con los permisos legales de construcción. Señala que los permisos de construcción se emitieron con el compromiso de la empresa desarrolladora de presentar en un término de diez días hábiles la carta de disponibilidad de agua. Sostiene que dicho requisito, al igual que el compromiso de construir una planta de desalinización, no han sido cumplidos por el desarrollador. Afirma que la zona donde se construye el hotel era un bosque, y para construir el hotel fue talado. Alega que a la par del hotel existen zonas de manglar, zonas que no han sido deslindadas y amojonadas. Manifiesta que a pesar de la oposición del Departamento de Gestión Ambiental de Acueductos y Alcantarillados, el MINAET otorgó la concesión de agua a la empresa desarrolladora. Cuestiona que para el otorgamiento de la concesión no se consultó a la comunidad del Distrito de Sardinal de Carrillo, para que opinaran sobre el uso de agua y la planificación sostenible de la zona.  En este caso considera la Sala  que el proyecto turístico cuestionado se suple de agua potable a través de la extracción del recurso hídrico de pozos perforados en la propia finca donde se desarrolla el proyecto, los cuales, han seguido los trámites correspondientes de autorización, que cada uno de los pozos cuenta con los respectivos permisos de perforación, los permisos de aprovechamiento de agua subterránea y, adicionalmente, la viabilidad ambiental aprobada por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental;  además los permisos de construcción fueron otorgados conforme a derecho, razón por la cual el recurso se declara sin lugar.  SL

8003-11. CONSTRUCCION. SE ACUSA DRENAJE ILEGAL DE HUMEDALES. El recurrente acude a esta Sala en tutela de su derecho fundamental al disfrute de un ambiente ecológicamente equilibrado, contenido en el numeral 50 de la Constitución Política, toda vez que una empresa está tratando de destruir el humedal de Yolillo y para poder lograrlo, primero hizo un muro de contención del humedal, situación ante la que la autoridad recurrida no ha realizado ninguna acción. Este caso ya fue analizado en sentencia 5862-11, en donde se indicó que la autoridad recurrida sí ha realizado las acciones que se encuentran en el ámbito de sus competencias para investigar la situación denunciada, para lo que se nombró un Órgano Director del Procedimiento e impuso como medida cautelar la paralización de las obras, lo anterior en aplicación del principio precautorio, por lo que actualmente no existe peligro alguno de que se ocasione un daño ambiental, razón por la cual se debe declarar sin lugar el recurso. No obstante, se les recuerda a los representantes de las autoridades recurridas que deberán darle seguimiento al caso para proteger adecuadamente el humedal en cuestión y descartar cualquier posible contaminación.  Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida de lo indicado en el considerando IV. SL

7622-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES AL RIÓ TURRIALBA. Alega el recurrente  que la  Urbanización Torre Luna no cuenta con una planta de tratamiento para aguas residuales, éstas se desfogan en el río Turrialba, sin ser tratadas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba y a la Alcaldesa Municipal de Turrialba, respectivamente, coordinar las acciones necesarias a efecto de garantizar que las aguas residuales de la Urbanización Torre Luna, no sean desfogadas en el río Turrialba, sin ser tratadas. CL

7502-11. ALCANTARILLADO. PROBLEMA DE AGUAS NEGRAS POR FALTA DE ALCANTARILLADO EN CHACARITA DE PUNTARENAS. Refiere el recurrente que debido a los trabajos de la Municipalidad en la Clínica de Chacarita y la falta de colocación de alcantarillas, deben pasar por aguas contaminadas y llovidas para dirigirse al centro médico, exponiéndose a que en época de invierno prolifere el contagio de enfermedades por el estancamientos de agua.  Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR, y en consecuencia se ordena: A) al Alcalde Municipal del cantón central de Puntarenas, proceder a: 1. cumplir de inmediato con lo establecido en las órdenes sanitarias no.026-F-2011 y 027-F-2011 donde las autoridades del Ministerio de Salud solicitaron a la Municipalidad de Puntarenas presentar en un plazo de cinco días hábiles ante el Área Rectora de Salud de Puntarenas un avance o un cronograma de implementación de las obras de construcción de alcantarillado, canal de drenaje u otro medio que permita evacuar adecuadamente el agua pluvial en la calle en cuestión. 2. tomar las medidas necesarias para que de inmediato se de solución al problema de estancamiento de aguas en el sector  del Área de Salud 4 de Chacarita, sea ordenando la limpieza de basura y vegetación, o sea realizando las obras de infraestructura necesarias, en cuyo caso, si es que procede, deberá coordinar acciones con el resto de instituciones públicas que se puedan ser involucradas, sea el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y/o la Caja Costarricense de Seguro Social. B) A LA Directora del Área Rectora de Salud de Puntarenas Chacarita de la Región Central del Ministerio de Salud, tomar todas las acciones que estén dentro del ámbito de su competencia para hacer cumplir lo establecido en las órdenes sanitarias no.026-F-2011 y 027-F-2011 notificadas al Alcalde y el Presidente del Concejo de la Municipalidad de Puntarenas. C) Desglosar el escrito de interposición presentado por el recurrente, para que, dejándose copia en este expediente, se tramite como una gestión de desobediencia a lo ordenado mediante la resolución número 2009-008031 de las veintiuno horas y cuatro minutos del trece de mayo del dos mil nueve. CL

7529-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA ARREGLO DE PUENTE SOBRE RÍO VIRILLA EN LA URUCA.  Alega el recurrente que entre León XIII y la Peregrina, en la Uruca, existe un puente peatonal que se encuentra en deplorables condiciones, a punto de colapsar. Los  usuarios deben subir y bajar unas gradas que no tienen ningún tipo de seguridad; no obstante, las autoridades recurridas no adoptan las medidas correspondientes, a fin de evitar la situación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Tibás, y al Alcalde de la Municipalidad de San José, adopten inmediatamente y en forma coordinada las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de que dentro del plazo improrrogable de 6 meses a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las acciones necesarias para que de forma definitiva el puente peatonal sobre el río Virilla, el cual es límite físico ente del distrito de León XIII del Cantón de Tibás, y el distrito de La Uruca del Cantón de San José en la Urbanización la Peregrina) sea debidamente reparado. CL  

7275-11. PERMISOS. SIN ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL EN  PROYECTO URBANO. Reclama el recurrente que la Secretaría recurrida, otorgó la viabilidad ambiental a un proyecto gestionado por la empresa WPP Continental de Costa Rica, sin exigir a la empresa gestionante un verdadero estudio de impacto ambiental, ni un cronograma de las actividades a desarrollar. Agrega que la tramitación del citado proyecto no se puso en conocimiento de los miembros de la comunidad.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

7333-11.   AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES AL RIÓ VIRILLA. Menciona la recurrente que las viviendas de la Urbanización Lagos de Lindora, lanzan  las aguas negras sin tratamiento al río Virilla, debido a que desde hace varios años el Instituto de Acueductos y Alcantarillados indicó que iba asumir la operación de dicha planta; sin embargo, y a pesar de la múltiples solicitudes no han efectuado  ni se ha dado una solución al problema.  Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 21 y 50 de  la Constitución Política. Se ordena al   Director del Área Rectora de Salud; al Alcalde Municipal del Cantón de Santa Ana, a la Presidenta del Concejo Municipal  de la Municipalidad de Santa Ana, y al Sub Gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que en el PLAZO DE  UN AÑO contado a partir de la comunicación de esta resolución, deben tomar las medidas necesarias para que se solucione, definitivamente el problema sanitario y ambiental que afecta a los amparados y demás vecinos de la Urbanización Lagos de Lindora, y en este plazo deben realizar en forma coordinada y conjunta las obras que sean necesarias para eliminar el desfogue de aguas negras sin tratamiento al río Virilla provenientes de la Urbanización Lagos de Lindora y tomar medidas para iniciar el proceso de reparación del daño ambiental ocasionado en ese río, en la medida en que ello fuere posible, incluso haciendo uso de las potestades que nuestro Ordenamiento Jurídico les otorga para determinar la causa del problema e individualizar a los responsables, así como para constreñir a quienes desobedezcan sus órdenes a que las cumplan, en la forma y plazo que se les otorgue. CL

7301-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS PLUVIALES EN VIVIENDA Reclama la recurrente su disconformidad por el manejo inadecuado  de las aguas pluviales en el lugar donde habita,  las que han sido causadas por las inundaciones. Alega que existen problemas de saturación de agua en la época de invierno proveniente de las zonas más altas del lugar en donde habita, el cual se ha agudizado considerablemente en los últimos dos años, a consecuencia de la gran cantidad de construcciones que la corporación municipal recurrida ha autorizado en dicho sitio, sin contar con un plan de desfogue de aguas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de San Isidro de Heredia, disponer lo necesario para que se corrija el problema de aguas pluviales que enfrentan la actora y los vecinos del lugar, en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Deben intensificar, de inmediato, las labores de planificación y fiscalización del desarrollo inmobiliario del cantón, de forma que las aguas pluviales de nuevas construcciones no impacten negativamente esa zona. Se les ordena, además, contestar la nota que presentó la recurrente en la Municipalidad el 7 de octubre de 2010 y notificarle la respuesta, en los tres días siguientes a la notificación de esta sentencia. Asimismo, se ordena al Director Ejecutivo a. i. del Consejo Nacional de Vialidad, coordinar con la Municipalidad recurrida la ejecución de las obras de conservación vial relacionadas con la solución del problema de mala canalización de aguas pluviales en el sector. En cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, se declara sin lugar el amparo. CL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
7818-11. LEYES. LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS. Consulta legislativa facultativa respecto a la aprobación del proyecto denominado “Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales”, que se tramita en el expediente legislativo No. 16.679. Se consulta lo siguiente: a) Violación a la libertad de empresa y al principio de autonomía de la voluntad; b) quebranto a los numerales 188 y 189 de la Constitución Política y c) vulneración a los artículos 27 y 30 constitucionales. Se evacua la consulta legislativa facultativa en el sentido que el proyecto denominado “Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales” -tramitado en el expediente legislativo No. 16.679-, en cuanto al fondo, no contiene vicios de inconstitucionalidad. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechaza de plano la presente consulta legislativa facultativa, conforme lo indica en el último considerando de la presente sentencia.  Evacuada
BANCARIO 
7332-11. CUENTAS BANCARIAS. BANCO NIEGA APERTURA DE CUENTA. Los recurrentes consideran lesionados sus derechos fundamentales a proteger su patrimonio, a ejercer un trabajo, realizar una actividad comercial y a acceder a los beneficios y servicios de la banca estatal, en virtud de que el Banco Nacional de Costa  no les permite abrir cuentas bancarias, tras haberles comunicado que se abstendrían de establecer nuevas relaciones financieras, en tanto no concluyera en sentencia firma un proceso donde figuran como imputados por el delito de legitimación de capitales. Este Tribunal ha considerado en anteriores sentencias, que a lo sumo, la negativa de abrir una cuenta bancaria podría considerarse como lesiva a los derechos fundamentales, cuando se pretendiere utilizar para percibir el salario, situación que no queda debidamente demostrada en el presente asunto. Adicionalmente, a los recurrentes les asiste el derecho de plantear una solicitud de apertura de cuentas en cualquier entidad bancaria nacional, no pudiéndose establecer como responsabilidad exclusiva del aquí recurrido, la obligación de ofrecerla, por no ser una decisión unilateral de quien la solicita y en vista de que se permiten ciertas reservas de naturaleza objetiva para negarla, de acuerdo a elementos que no resulten contrarios al Derecho de la Constitución. Así las cosas, la  negativa del Banco recurrido de autorizar la apertura de una cuenta de ahorros a los recurrentes, es una actividad normal del giro bancario, regulado por las disposiciones del derecho privado y del derecho mercantil, que en principio, no es revisable en la vía sumaria o sumarísima del amparo. SL
CIVIL

7421-11. DEFENSA PREVIA. NO HAY RECURSOS CONTRA RESOLUCIÓN QUE RESUELVE DEFENSAS PREVIAS EN MATERIA AGRARIA. Acción de Inconstitucionalidad  en contra de los 45, 58 y 59 de la Ley de la Jurisdicción Agraria. El accionante considera que las normas impugnadas son inconstitucionales, toda vez que impiden el planteamiento del recurso de apelación contra la resolución que declare sin lugar las defensas previas, pero sí admiten la impugnación contra la resolución que la declare con lugar. Estima que con ello se genera una desigualdad entre actor y demandado, al mismo tiempo que puede dejar sin resolver aspectos de la defensa si se impide alegarlas en el recurso de apelación que se presentare contra la sentencia, o si el juez declinare de pronunciarse sobre esas defensas cuando resuelva la apelación de la sentencia. La Sala ha definido y reconocido de manera reiterada –sin que exista en la actualidad motivos ni razones de interés público para cambiar de criterio-, en el sentido de que lejos de violentar el principio de igualdad en detrimento del sujeto pasivo de una demanda agraria, permiten la agilidad del proceso, sin perjuicio de que en sentencia exista un pronunciamiento jurisdiccional sobre las defensas planteadas. RF
7437-11. MONTO DE GARANTIA. REQUISITOS PARA APELACIÓN DE UN TERCERO. La accionante considera que la normativa impugnada es inconstitucional, en primer lugar, por dejar la fijación del monto de la garantía al criterio del Juez sin establecer ningún parámetro objetivo, lo que estima puede generar injusticias como la que asegura se produce en su caso, ya que se crea una barrera económica que le impide el acceso a la justicia, que –a su juicio- constituye una violación al debido proceso constitucional establecido en los artículos 39 y 41 de la Carta Magna. En segundo lugar, alega que el numeral 561 Código Procesal Civil no le permite apelar, por cuanto dispone que la resolución carecerá de recurso, lesionando el principio de doble instancia. La Sala ya ha examinado repetidamente la constitucionalidad del artículo 561 del CPC, por las mismas razones alegadas aquí, se cita la sentencia 13225-05 y se rechaza por el fondo la acción. RF

COMERCIO
8626-11. PATENTE. COBRO DE ACAM. Acción de Inconstitucionalidad en contra del término “audiciones” contenido en el artículo 50 de la Ley sobre Derechos de Autor y Derechos Conexos, No. 6683 del 14 de octubre de 1982; el inciso 6), artículo 30, del Reglamento de la Ley de Derechos de Autor, Decreto Ejecutivo No. 24611-J del 4 de setiembre de 1995; el artículo 1, la frase “audiciones o presentaciones hechas con uso de fonogramas, de filmes, de videos sonoros y otros medios” contenida en el artículo 2, así como los artículos 3, 4 y 7, todos del Reglamento al artículo 50 de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, Decreto Ejecutivo No. 23485-MP del 5 de julio de 1994. Las normas impugnan porque consideran que la Asociación de Compositores y Autores Musicales de Costa Rica (ACAM) hace un cobro indebido de derechos de autor, a través de las municipalidades a los propietarios y administradores de centros de diversión y expansión. Los patentados se ven obligados a pagar a una entidad privada, un canon que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 de la Constitución Política, significa una amenaza o restricción a la libertad de comercio. Los artículos impugnados, permiten que dicha Asociación cobre, aparentemente en nombre de sus asociados, por la reproducción pública de música que se ha tornado en patrimonio universal, caso de las estaciones que reproducen música clásica, patriótica o interpretaciones producidas ya hace mucho tiempo.  Considera el recurrente que las normas son inadecuadas y exageradamente inclusivas, al punto de que autorías extranjeras, creaciones o interpretaciones de autores e intérpretes ya desaparecidos, donde no hay claridad acerca del sujeto actual de tales derechos patrimoniales (si esos derechos subsisten) o cuya propiedad intelectual patrimonial puede haber caducado, y con los cuales obviamente no media contrato de representación, están sirviendo como ventaja impropia para que la Asociación se enriquezca sin causa. ACAM cobra por todos los autores nacionales, incluyendo a autores nacionales desaparecidos, o aquellos que por diferentes circunstancias no están próximos a la estructura operativa o gerencial, o que hayan sido excluidos por cualquier otra razón, de los supuestos beneficios que en lo individual habría de producirles el otorgar a esta Asociación, la representación de sus intereses y además cobra por las obras de autores nacionales que decidieron no confiarle sus intereses. Las municipalidades por su parte, niegan la renovación de patentes comerciales en el caso de que los agremiados no adjunten a sus solicitudes, la constancia de la Asociación de que se le ha pagado. El hecho de que ACAM se considere una sociedad de gestión colectiva no la convierte en institución pública, ni la convierte en sujeto de poder público. Con base en las consideraciones dadas en al sentencia, se declaran sin lugar las acciones acumuladas Nos. 08-2550-0007-CO y 08-4961-0007-CO. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar las acciones respecto de los artículos 50 de la Ley sobre  Derechos de Autor y derechos conexos, 1, 3 y 4 del Decreto Ejecutivo No. 23485.  SL
7391-11. NUEVA NORMATIVA. CONTRATOS DE COMERCIALIZACIÓN DE SEGUROS. Acción de Inconstitucionalidad en contra del transitorio II del Reglamento de Comercialización de Seguros. Acuerdo SUGESE 03-10, sesión del CONASSIF número 886-2010 del 15-10-2010. Aduce el accionante que la anterior disposición exige la modificación de las relaciones contractuales formalizadas y en ejecución entre las Agencias de Seguros y las aseguradoras; es decir, se retrotraen los efectos hasta llegar a variar aquellas relaciones jurídicas consolidadas. Además, estima que la norma impugnada obliga a la variación de la voluntad contractual con que convienen las partes a la hora de suscribir un contrato de seguros. En ese caso, resulta ilustrativo lo reseñado en la sentencia número 9042-10. Con base en esto, estima la Sala que debe rechazarse por el fondo la presente acción, toda vez que el transitorio III del Reglamento de Comercialización de Seguros, objeto de impugnación en esta acción, no vulnera el principio de irretroactividad de la ley. Es claro que con el marco jurídico que se establece en esa norma se reordena -hacia adelante- la actividad comercial relacionada con los seguros en nuestro país, la cual cambió radicalmente a partir de la promulgación de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, número 8653, normativa que es producto de un profundo cambio de filosofía en lo que se refiere a la actividad de seguros en Costa Rica. Se trata de la decisión tomada por el legislador de abandonar el esquema de monopolio a cargo de una institución estatal en materia de seguros y todas sus actividades relacionadas, para optar por abrir el mercado a la competencia privada en tales materias, reservándose el Estado las competencias y potestades necesarias para el ejercicio de una fuerte labor de control y regulación, por estas y otras razones señaladas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF
DERECHO A LA EDUCACIÓN

7923-11. CENTRO EDUCATIVO. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA. SAN CARLOS. Reclama la recurrente que la institución educativa recurrida donde estudia la menor amparada, no cuenta con rampas necesarias ni los otros mecanismos mediante los cuales, su hija quien sufrió una quebradura pueda asistir a lecciones y acceder a su educación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Liceo de Sucre, al Director Regional de Educación de la Dirección Regional de San Carlos, al Director de la Dirección de Desarrollo e Infraestructura y al Ministro de Educación Pública, garantizar de forma inmediata a la comunicación de este recurso, el acceso y continuidad de la educación de la menor amparada, por los medios que resulten necesarios y óptimos que contempla la misma Ley 7600 y que de manera inmediata giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que en el plazo de tres meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, las instalaciones del Liceo de Sucre cuente con las respectivas rampas de acceso y movilización externas e internas para las personas con discapacidad. CL
7957-11.  CENTRO EDUCATIVO. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA. COMUNIDAD INDIGENA.  Menciona el recurrente que la Escuela “Gavilán Canta”, de la Comunidad Indígena Cabécar de Talamanca, se encuentra en deplorables condiciones sanitarias y de infraestructura. Indica que representantes de la comunidad presentaron ante la Dirección de Ingeniería e Infraestructura del Ministerio de Educación Pública, una gestión para que se corrigieran las anomalías, sin embargo, no se ha dispuesto lo pertinente.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a  la Directora a.i. del Área Rectora de Salud de Talamanca del Ministerio de Salud, así como a quien se desempeñe como Director de Ingeniería e Infraestructura del Ministerio de Educación Pública, que lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, en el plazo de OCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se ejecuten las reparaciones necesarias de la Escuela Gavilán Canta, de la Comunidad Indígena Cabécar de Talamanca, de tal forma que no se ponga en riesgo la salud y la vida de funcionarios así como de estudiantes, y se garantice que todas las personas que presenten alguna discapacidad, puedan acceder sin barreras arquitectónicas a sus instalaciones.  CL
7953-11. CENTRO PRIVADO. RETIENEN DOCUMENTACIÓN PARA TRASLADO Argumenta el recurrente  que el centro educativo se niega a entregar la certificación de calificaciones del menor amparado, debido a la morosidad de las mensualidades. Señala que pese a que solicitó la intervención del Departamento de Centros Docentes Privados del MEP, a la fecha, no se le ha dado una solución efectiva y el menor continúa sin poder matricularse en otra institución ante la falta de entrega de ese documento. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al  Presidente con representación judicial y extrajudicial del Centro Educativo Bilingüe San Esteban Sociedad Anónima, que de inmediato haga entrega al recurrente la certificación de calificaciones del menor tutelado correspondiente al curso lectivo de 2010 y se abstenga de incurrir nuevamente en la conducta que dio mérito para acoger el presente recurso de amparo.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7959-11. MATRICULA. SE NIEGA POR FALTA DE ESPACIO. Acusa la recurrente que no ha sido posible reubicar  a su hija en ningún colegio, pese a sus deseos de estudiar. Alega que en el Liceo Luis Dobles Segrega  se le denegó la matrícula por falta de espacio.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director de la Dirección Regional de Educación de San José, disponer, en forma inmediata, lo necesario a efecto que la amparada sea matriculada en un centro educativo cercano a su domicilio y en el nivel que le corresponde.  CL 
DERECHO A LA INFORMACIÓN
8603-11. MUNICIPAL. NIEGAN COPIA DE EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. Argumenta el recurrente que desde el quince de marzo de este año, presentó ante el Departamento de Ingeniería de la Municipalidad de Turrialba, una solicitud para que se le otorgara una copia del expediente administrativo relacionado con el redondel de toros ubicado en La Angostura, pero a la fecha no se le ha entregado ese legajo.  Se declara con lugar el recurso por violación del derecho de acceso a la información administrativa. Se le ordena a quien ocupe el cargo de Jefe del Departamento de Ingeniería de la Municipalidad de Turrialba que, inmediatamente, le proporcione al recurrente, copia del expediente administrativo solicitado el 15 de marzo de 2011, cuyo costo debe ser asumido por el interesado. CL 

7849-11. MUNICIPAL. INFORMACION SOBRE CONSTRUCCION. Reclama la recurrente que las autoridades municipales y de salud han comprobado los problemas de contaminación y afectación que se han derivado de la construcción de una vivienda colindante con su casa, debido a aguas jabonosas y residuales que producen malos olores y mosquitos, así como aguas pluviales, lo que ocasiona la violación a su derecho a un ambiente sano y pone en riesgo su derecho a la salud y el de su familia. Alega que la Municipalidad de La Unión le ha denegado información pública sobre la citada construcción, lo que le impide ejercer su derecho de defensa en vista del interés legítimo que posee por ser afectada directa. En este caso concluye la Sala que lleva razón la municipalidad recurrida en denegar la información solicitada, toda vez que al no ser información de interés público, sino particular, la Administración no debe facilitarla, motivo por el cual se declara sin lugar el recurso. SL

7517-11. EXPEDIENTE. NIEGAN COPIA DE EXPEDIENTE DE CONTRATACIÓN. Indica el recurrente que solicitó por fax y por correo electrónico a las entidades del Ministerio de Cultura copias certificadas de los expedientes administrativos de las contrataciones, sin embargo a la fecha no le han sido entregadas. Se declara CON lugar el recurso y en consecuencia se ordena a la Directora del Museo de Arte Costarricense, que gire de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que: 1. De inmediato el recurrente reciba respuesta por escrito a la solicitud que presentara el 28 de enero del 2011. 2. De inmediato le sean entregadas al recurrente las copias certificadas solicitadas mediante solicitud del 28 de enero del 2011, si es que todavía no se le han entregado, y salvo mejor criterio de  los recurridos que lo solicitado se trata de información confidencial según la ley, en cuyo caso deberá declararse así mediante resolución fundada, indicándose los recursos que proceden en contra de dicha resolución para que el recurrente pueda impugnar si así lo decide. CL 

7307-11. AMBIENTE. NIEGAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON ORDEN SANITARIA. Alega la recurrente  que en su contra se dictó orden  sanitaria por inadecuada disposición de aguas residuales. Establece que  debido a lo anterior solicitó por escrito, ante la oficina del Ministerio de Salud  información sobre el problema presentado en la comunidad y relacionado con algunos vecinos y se le indicó que no le brindarían dicha información, como tampoco la copia del expediente administrativo, sino que debía contratar abogado para dichos efectos. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación de los derechos previstos en los artículos 27 y 30 de la Constitución Política. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Aguirre del Ministerio de Salud,  disponer lo necesario para que la gestión de la actora del 4 de abril de 2011 sea contestada, así como para que se le suministre la información pedida el 29 de marzo de 2011. Lo anterior en el plazo de tres días, contado a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial. 

DERECHO A LA SALUD

7112-11.  SALIDA. IMPIDEN EGRESO DE PACIENTE. Reclama la recurrente que las autoridades recurridas se niegan a darle a su padre el egreso del Hospital San Vicente de Paúl, a pesar de que requirieron la salida exigida. En este caso estima la Sala que la decisión de mantener en el nosocomio  al amparado obedece a un criterio médico que considera que el paciente no ha sido dado de alta de su estancia hospitalaria por cuanto la familia se niega a recibirlo con el ventilador pulmonar apropiado, único y legítimamente disponible en ese Hospital para el mantenimiento del paciente en el hogar, razón por la cual procede declarar sin lugar el recurso. SL

DERECHO DE PROPIEDAD

8623-11. EXPROPIACIÓN. SE ORDENA INICIAR PROCEDIMIENTO DE EXPROPIACIÓN. Alega el recurrente que a su criterio las limitaciones que pesan sobre un inmueble de su propiedad, que se encuentra dentro de las superficies de transición y de aproximación de protección a la cabecera 25 del Aeropuerto Juan Internacional Juan Santamaría, vacían de contenido su derecho. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Aviación Civil,al Subdirector General de Aviación Civil y a la Coordinadora a.i. de la Unidad de Coordinación de Aeropuertos de la Dirección General de Aviación Civil, incoar, a la brevedad posible, el procedimiento de expropiación de la finca del amparado, inscrita en el Registro de la Propiedad Inmueble, bajo el sistema de Folio Real del Partido de Alajuela matrícula 4822-000,a efecto que se le indemnice de acuerdo con la ley. CL

8505-11. EXPROPIACIÓN. ATRASOS EN PROCESO DE EXPROPIACION. Indica la recurrente que  su inmueble, ubicado en la provincia de Alajuela fue declarado de interés público, además se dispuso se procediera a continuar de conformidad con el procedimiento de expropiaciones. Acusa que a la fecha, cuatro años después, el asunto no avanza, tampoco se ha realizado indemnización alguna. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Aviación Civil,  dictar todas las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que de forma inmediata se remita el proceso de la accionante a la vía judicial. CL

7892-11. DAÑOS A PROPIEDAD. DAÑOS POR INSTALACIÓN DE POSTE DE TENDIDO ELÉCTRICO. Alega la recurrente que presentó una nota ante las oficinas de la recurrida, donde solicitó que se traslade un poste que sostiene el tendido eléctrico el cual se ubicó dentro de su propiedad, pues el mismo está inclinado y en grave peligro de caer en dos casas que se ubican en su fundo. Indica  que dicho poste lo colocaron dentro de su propiedad sin su permiso, y desde que presentó la gestión el año dos mil tres,  se le ha venido diciendo que se va a trasladar, con el agravante de que ahora corre grave peligro tanto sus bienes como la vida de quienes habitan el lugar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Instituto Costarricense de Electricidad, en la persona del Coordinador de la Agencia Eléctrica de Grecia, que en forma inmediata, elabore y ejecute un plan de prevención y protección para evitar e impedir que quienes viven en la casa de la amparada y en los alrededores, sufran algún accidente ocasionado por la proximidad a la energía eléctrica. Para lo anterior, por su propia seguridad, la amparada prestará la colaboración que el ICE le solicite. Asimismo, se le concede el plazo de seis meses a ese Instituto, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, para que reubique el poste o inicie el proceso legal de expropiación que corresponda, todo, con el objeto de establecer las distancias de seguridad que disponen las normas jurídicas y técnicas aplicables. CL

7896-11. DESALOJO. DISCUSIÓN PENDIENTE EN VÍA JUDICIAL. Reclama el recurrente que el Ministerio recurrido violó el derecho de defensa de la amparada en virtud de que  ordenó el desalojo de la vivienda en la que reside, a pesar que es una adulta mayor y que existe una denuncia por violencia doméstica en contra de quien es su hija.  Se declara CON LUGAR el recurso.  Se anula la resolución número No. 056-11 de las 9:30 hrs. del 9 de diciembre de 2010 dictada por el Ministro de Seguridad Pública, en la que acogió la gestión de desahucio administrativo promovida contra la amparada. CL

7963-11.  DAÑOS A PROPIEDAD. IMPIDEN INGRESO A PROPIEDAD POR CONSTRUCCIÓN DE CARRETERA CIUDAD COLÓN OROTINA.  Manifiesta el recurrente que el Estado para continuar  con  el proyecto de  la carretera  Ciudad  Colón-Orotina,  presentó  el proceso  de  expropiación.  Indica  que  en  ningún  momento  la autoridad recurrida  le  informó sobre  cómo  iba a quedar el ingreso a la propiedad, pues el sector  oeste quedó como un fundo enclavado, sin salida y no existe ningún acceso por  la pista,  ni calle  aledaña para poder  ingresar  al inmueble  citado. Indica que  la autoridad recurrida le expresó verbalmente  que se iba a construir una calle marginal,  sin embargo; nunca se llevó a cabo  la obra.  Alega  que desde el  momento en que  se  comenzó con   la  construcción de  la carretera,  se  le ha imposibilitado   el libre   tránsito  por  su propiedad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al PRESIDENTE DEL CONSEJO NACIONAL DE CONCESIONES,  que en forma inmediata debe tomar las medidas necesarias para darle solución al problema de enclavamiento que presenta el inmueble del recurrente.  CL
7623-11. DAÑOS A PROPIEDAD. POR CONSTRUCCIÓN DE  ZANJA. Alegan los recurrentes que la municipalidad recurrida cavó una zanja a través de sus propiedades. Mencionan que en relación con lo anterior solicitaron una explicación, pero a la fecha no se les ha dado, por lo expuesto solicitan que se ordene la paralización de las obras. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde y al  Presidente el Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Liberia,  lo siguiente: a) disponer lo necesario, dentro del ámbito de sus competencias, para que, dentro del plazo un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, se inicien los procesos de expropiación correspondientes; b) abstenerse de incurrir en las vías de hecho señaladas. CL

DERECHO DE TRABAJO
8719-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Indica la recurrente que dentro del procedimiento administrativo seguido en su contra se programó audiencia oral para el día 23 de febrero de 2011, la cual no se pudo llevar a cabo porque se encontraba incapacitada, por lo que se reprogramó para el 29 de marzo del 2011. En virtud de que a su abogado defensor, le fue señalada audiencia oral dentro de un proceso ordinario, se solicitó un nuevo señalamiento para dicha actividad. Alega que negándosele el derecho de defensa, se emitió la resolución DR-HA-779-2011 de las 8:02 minutos del 4 de mayo de 2011 que se le comunicó el 19 de mayo de 2011, en la que se ordenó la imposición de una sanción de ocho días de suspensión, sin participación de su defensor.Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la resolución DR-HA-779-2011 de las ocho horas dos minutos del 4 de mayo de dos mil once, en la que el órgano decisor del procedimiento administrativo ordenó la suspensión sin goce de salario por ocho días de la funcionaria, a quién se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

8599-11. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Menciona el recurrente que es funcionario del Consejo de Seguridad Vial y que en su contra se inició una gestión de despido. Acusa que fue informado de la existencia de un video que sustenta la gestión de despido pero dado el formato de la grabación, sólo puede ser visto en los dispositivos que se tienen en el Consejo de Seguridad Vial. Estima que eso le causa indefensión porque no va tener acceso a esa prueba dentro del plazo legal para contestar la audiencia de descargo. Estima la Sala que al amparado se le indicó que, debido al formato del video, éste se ponía a su disposición a fin que se programara el momento para observarlo, no existiendo fundamento alguno para tener por acreditado el estado de indefensión que acusa, por tal motivo  procede declarar sin lugar el recurso. SL

8618-11. NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO.  Alega el recurrente que el Alcalde recurrido no prorrogó su nombramiento interino, como abogado de la corporación, pese a que el titular de la plaza gestionó un permiso sin goce de salario por cuatro años, y en su lugar fue designado otro servidor, en igual condición de interinazgo. Señala que nunca se cumplió el debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. DRRHHMSB 40  2011 de 31 de marzo de 2011. Se ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, que lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se restablezca al amparado, en el pleno goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. CL
8514-11.TRASLADO. SE ORDENA REUBICACIÓN DE PUESTO. Señala el recurrente que fue traslado de su puesto sin previo aviso a una delegación de Policía distinta de la cual labora. Refiere que tiene dos meses sin que se le asignen funciones y lo exponen ante sus antiguos colaboradores, lo cual le genera incertidumbre laboral, y un trato discriminatorio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de la Fuerza Pública y al Director Regional de San José, de la Fuerza Pública, que reubiquen de manera inmediata, al amparado, en el puesto que venía desempeñando, dejando incólumes sus condiciones laborales, con las funciones que al cargo corresponden tanto en teoría como en la práctica. CL
8607-11. SALARIO. ELIMINAN PAGO DE PLUS SALARIAL.  Menciona el recurrente que las autoridades  recurridas instauraron procedimientos administrativos para eliminar el pago del rubro salarial denominado zonaje. Reclama que ninguna autoridad ha dictado un acto de apertura y, que no se le ha permitido tener acceso al expediente administrativo. Acusa que pese a no existir una sola resolución que así lo ordene en ninguno  de los procedimientos administrativos, hace aproximadamente dos  meses   se  le  eliminó  el rubro salarial  administrativos.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la intempestiva supresión del rubro salarial de zonaje. Se ordena al Director Jurídico, al Director Gestión Capital Humano, al Jefe Laboral Penal, todos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que DE MANERA INMEDIATA, lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se le restituya al amparado, el pago del rubro salarial de zonaje, hasta en tanto en los procedimientos administrativos correspondientes, se determine que su pago no le corresponde o bien, que su monto debe ser menor. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto, únicamente, en lo que respecta a la falta de resolución de los procedimientos administrativos, conforme lo indica en el penúltimo considerando de esta sentencia.  CL Parcial

8617-11. DESPIDO. POR ADICCIÓN AL ALCOHOLISMO. Reclama el recurrente  que el Ministro  de Seguridad Pública dispuso su despido por ausencias al trabajo. Señala que es alcohólico y pese a que la autoridad recurrida conocía ese padecimiento nunca le ofreció una ayuda para enfrentar su enfermedad de previo a disponer su despido. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones Nos. 2010-3622 de las 11:00 horas de 10 de noviembre de 2010 y 2010-3775 de las 10:00 horas de 18 de noviembre de 2010 del Ministro de Seguridad Pública y se restituye al recurrente en el pleno ejercicio de sus derechos fundamentales. CL

8602-11. SANCIÓN. POR PRESENTAR TARDE BOLETA DE INCAPACIDAD.  Menciona el recurrente que sin observar el debido proceso, el Ministerio recurrido le impuso la sanción de un día de suspensión sin goce de salario, porque no presentó a tiempo una boleta de incapacidad. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sancionó al recurrente con un día de suspensión sin goce de salario. No le corresponde a esta Sala pronunciarse sobre las razones de fondo para determinar si procede o no la sanción, pues se trata de una cuestión de legalidad ordinaria. Sin embargo, de conformidad con las razones expuestas, el Ministerio estaba en la obligación de seguir un procedimiento previo para imponer la sanción. Los recurridos indicaron que, de conformidad con el Reglamento de Servicio, la sanción debía imponerse antes de que finalizara el mes. Sin embargo, a juicio de este Tribunal, esta circunstancia no eximen del deber de seguir un procedimiento, que deberá ajustarse a los plazos establecidos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la sanción impuesta por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social al recurrente.  CL

7839-11. SALARIO. PLUS SALARIAL DE ZONA DE MENOR DESARROLLO. CAMBIO DE CRITERIO. Alega el recurrente que el Ministerio de Educación Pública le comunicó la eliminación del pago del plus salarial denominado “Índice de Desarrollo Social o Zona de Menor Desarrollo” a partir del curso lectivo 2011, y, pese a que le confirió audiencia sobre lo actuado, a su juicio se ha lesionado su derecho al debido proceso y el principio de intangibilidad de los actos propios. En forma reiterada esta Sala había señalado que la Administración no podía suprimir el incentivo denominado “Zona de Menor Desarrollo”, sin seguir previamente el procedimiento establecido en el ordenamiento jurídico para la nulidad de aquellos actos favorables para los administrados. La Sala con fundamento en lo anterior, estimaba el recurso por la violación al principio de intangibilidad de los actos propios, y ordenaba anular la supresión del sobresueldo reclamado por la parte amparada. Sin embargo, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en el sentido de que la jurisprudencia y los precedentes de esta jurisdicción son vinculantes erga omnes, salvo para sí misma, la Sala estima que es necesario, bajo una mejor ponderación, cambiar el criterio que se ha venido. Se indica en la sentencia que con base en criterios técnicos expuestos en la resolución número DG-145-2010 y el Decreto Ejecutivo número 34160-PLAN-COMEX, el Ministerio de Educación Pública enlista a cada uno de los centros educativos, según la zona a la que pertenezcan a efecto de determinar el pago del subsidio que se cuestiona. Sin embargo, todo ello no obsta para que las autoridades del Ministerio accionado puedan establecer otras zonas –aún dentro de las ya determinadas en el citado decreto-. Ahora, es criterio de este Tribunal que se trata de un plus salarial en los términos descritos en la sentencia, de manera tal que si las condiciones de hecho y derecho que dieron origen al reconocimiento del incentivo que se reclama cambiaron, la Administración no está en la obligación de mantener el pago, sin que ello implique una lesión a los derechos fundamentales de la parte amparada y, en caso de que la parte no esté de acuerdo, debe impugnarlo en la vía legal correspondiente, pues este tema, no será más objeto de conocimiento en esta jurisdicción.  Se declara sin lugar el recurso.  Notifíquese esta sentencia a Leonardo Garnier Rímolo, en su condición de Ministro de Educación Pública. SL
7881-11. SANCIÓN. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Reclama el recurrente  que  la autoridad recurrida le impuso una sanción sin garantizar su derecho de defensa. Se declara  con lugar el recurso. Se anula el oficio de la Directora del Área Rectora de Salud de Desamparados, Nº RCS-CJG-074-2011 de 16 de marzo  de  2011. Se le advierte a la Directora del Área Rectora de Salud de Desamparados, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirvieron de base a esta declaratoria. CL 
7864-11. DESPIDO. POR DISCAPACIDAD. Reclama el recurrente que fue cesado de su nombramiento en propiedad debido a su discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Si bien el patrono puede despedir a un funcionario en período de prueba, en este caso consta que el despido se debido a lo indicado en la certificación médica OI-CMRC-153-2011 del 31 de marzo de la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde el médico tratante manifiesta que el recurrente no está en condición de atender grupo de estudiantes, motivo por el cual se recomienda reubicarlo en un Área Administrativa. Por ende, se constata que el recurrente fue cesado de su puesto por razón de su discapacidad, pues, para tomar su decisión, el Ministerio de Educación Pública únicamente hace alusión al certificado médico y no a su desempeño laboral u otra razón objetiva que motive el despido. Inclusive, la Directora de la Escuela Guadalupe de Alajuela informa, bajo fe de juramento, que no pudo llenar la evaluación del periodo de prueba, pues en el Ministerio le indicaron que el recurrente estaba cesado por lo que no procedía la evaluación. Por lo que se refuerza el hecho de que el amparado fue destituido por su discapacidad y no por su desempeño. Por consiguiente, se comprueba que el Ministerio de Educación Pública no tomó las medidas pertinentes para intentar reubicar al recurrente en otra función o puesto acorde a sus condiciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, restituir de manera inmediata al recurrente en una plaza en propiedad y que tome en cuenta la recomendación establecida en la certificación médica OI-CMRC-153-2011 del 31 de marzo de 2011 de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
7891-11. NOMBRAMIENTO. SE ORDENA SACAR A CONCURSO PLAZAS DE NOTIFICADOR Y OFICIAL DE LOCALIZACIONES EN EL PODER JUDICIAL. Menciona el recurrente que ocupa en forma interina el puesto vacante de oficial de Localización en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste; sin embargo al día de hoy, no existe fecha cierta para sacar a concurso las plazas de "Oficial de Localización", lo cual le causa un grave perjuicio, ya que pese a cumplir con los requisitos establecidos, no se le nombra. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el  Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial. Se ordena al Jefe del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial  o a quien en su lugar ejerza el cargo, ejercer las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que en forma inmediata, contado a partir de la notificación de esta sentencia, finalice el estudio por parte del Departamento de Gestión Humana  sobre las características del puesto según la fusión de los cargos "Notificador - Citador" y saque a concurso a nivel nacional las plazas de Notificador Judicial y Oficial de Localización, Citación y Presentación de Personas. Se declara sin lugar el recurso contra el Consejo de Personal del Poder Judicial. CL Parcial

7952-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.  SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Alega el recurrente que  hechos que se investigan en el procedimiento administrativo disciplinario seguido en su contra, ya fueron  sancionados  por  la  propia  Administración, lo que es violatorio al debido proceso. En este caso, al amparado se le imputan hechos por los que había sido sancionado previamente. Respecto de las ausencias injustificadas y al abandono injustificado de su lugar de trabajo, la imputación de cargos es omisa,  por cuanto no detalla con precisión las fechas en que, presuntamente, incurrieron esos hechos.  Recuérdese que no se trata que el investigado suponga o extraiga los hechos que se le imputan del contexto del asunto, pues los mismos deben indicarse individualizadamente, puesto que, es, precisamente, a partir de la información que contenga el auto de traslado, que  se ejercerá la defensa. Lo anterior no enerva la posibilidad de volver a dictar una intimación según las reglas del debido proceso sobre los hechos no sancionados aún. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula la resolución Nº 001-2011 de las 08:00 hrs. de 2 de mayo de 2011 -que ordenó la apertura de un procedimiento administrativo en contra del amparado-, en lo que respecta a la ingesta de licor durante el período comprendido entre el 27 y el 30 de abril de 2009, la inasistencia a las citaciones para asistir a declarar a un juicio, las ausencias injustificadas al trabajo y supuesto abandono injustificado de su lugar de trabajo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
7898-11. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Alega  el  recurrente que fue despedido únicamente por no ser del mismo partido político que el Alcalde, lo que considera que es violatorio del debido proceso.  En el presente caso la Sala no tiene como demostrado que la amparada haya sido despedida atendiendo al partido político al que simpatiza o como motivo de una persecución o discriminación como se alega. Sin embargo, no se evidencia que la autoridad recurrida haya respetado el derecho de defensa de la amparada, al despedirla con fundamento en un motivo que ya no le resultaba aplicable, según resolución del propio Municipio, lo procedente es acoger el presente recurso y ordenar la restitución de la recurrente, sin perjuicio de que la administración, ajustándose a los procedimientos indicados, revise la validez del acto en cuestión.  Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 34 y 39 de la Constitución Política. En consecuencia, se anula la acción de personal 365-2011 de fecha 31 de marzo de 2011, en la cual el Alcalde recurrido dispone el cese del nombramiento de la amparada y se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Liberia, reinstalar de forma inmediata a la comunicación de este recurso, a la amparada en el puesto que venía ocupando. CL

7997-11. CONCURSO. NO LE PERMITEN  PARTICIPAR EN CONCURSO POR CONDICIONES DE SALUD.   Indica  la  recurrente  que en virtud de la utilización de productos de limpieza en el trabajo que ha desempeñado como conserje en el Ministerio de Educación, sufrió una disminución en sus capacidades físicas y mentales, de acuerdo con lo indicado por la Comisión Médica Calificadora del Instituto Nacional de Seguros. Refiere que debido al  daño provocado a su salud, ahora depende de tratamiento de por vida con esteroides, y  analgésicos, broncodilatadores y antiasmáticos, además de tratamiento en el Clínica del Dolor del Hospital Calderón Guardia. Explica que participó en el concurso Administrativo Externo  para lo cual le permitía obtener una  plaza en propiedad.  Alega  que producto del accidente con los productos químicos, los médicos del Instituto Nacional de Seguros, la "readecuaron" a partir del 13 de abril de 2010,  por lo que el ministerio recurrido en un acto totalmente ilegal, le comunicó que había sido excluida del Registro de Elegibles del Servicio Civil,  por encontrarse readecuada  No obstante, como la excluyeron del registro de elegibles y luego la volvieron incluir, ahora le dicen que no cumple por su estado de salud, cuando fue el propio ministerio quien le provocó el menoscabo en su salud.  Estima que en lugar de ayudarla solapadamente pretenden despedirla por falta de requisitos. Agrega que adicionalmente fue reubicada por lo que perdió todos sus derechos laborales.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que tome las medidas necesarias y urgentes para que se le permita a la accionante concursar en igualdad de condiciones por un puesto acorde a sus atestados o bien ser nombrada en forma interina, sin tener en cuenta la situación descrita de salud, pues para ello podrán readecuar las funciones o bien la amparada presentar dictamen médico que la acredite para el puesto. CL

7860-11. EXPEDIENTE. NIEGAN COPIA DE EXPEDIENTE PERSONAL.  Manifiesta el recurrente que la recurrida se niega a otorgarle copia de un documento que consta en su expediente personal.  Se declara con lugar el recurso,  únicamente en cuanto a la alegada violación al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Director de la Región II Cartago del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que en el plazo de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, otorgue al amparado copia del documento que solicitara en su gestión del treinta y uno de mayo de dos mil once. CL
7599-11. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO. Reclama el recurrente que el Ministro recurrido lo cesó de su puesto de Director de Planificación y Enlace Sectorial sin que le diera derecho de defensa ni le respetara el debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios números DM-297-2011 y DM-312-2011, mediante los cuales el Ministro del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones separó al accionante del cargo de Director de Planificación de esa entidad ministerial, sin perjuicio de que en caso de considerarlo pertinente, la Administración reconduzca sus actuaciones de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de este pronunciamiento. CL

7528-11. SALARIO. REBAJOS POR  INCAPACIDAD. Acusa la recurrente acusa que desde marzo anterior, se le han venido aplicando rebajos en su salario por concepto de incapacidad, sin que de previo a su aplicación, se le haya informado el monto concreto adeudado a la Administración y la forma en que se le aplicarían las deducciones. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Jefe de Recursos Humanos de la Dirección Regional Huetar Norte, disponer lo necesario para que los rebajos por incapacidad que resta por aplicar a la recurrente, necesarios para cubrir los montos que adeuda por ese concepto, se apliquen en tractos razonablemente establecidos atendiendo la satisfacción de las necesidades básicas suyas y de su familia, así como el deber de abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirven de base para la presente estimatoria. CL
7526-11. SALARIO. PAGO DE CARRERA PROFESIONAL. Manifiestan los recurrentes que la Municipalidad recurrida aprobó y autorizó la publicación del Reglamento de Carrera Profesional, girándole la orden de presupuestar y aplicar el pago a quienes les sea legalmente procedente, pero se ha omitido  el pago correspondiente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San Carlos, gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias, para que de forma inmediata, se disponga aplicar lo dispuesto en el Reglamento de Carrera Profesional para los y las funcionarias de la Municipalidad de San Carlos con el propósito de no hacer nugatorios los derechos de los y las funcionarias de dicho municipio, de ser procedente. CL

7575-11. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO. El accionante presenta recurso de amparo contra el Organismo de Investigación Judicial, por cuanto se le comunicó el cese en su nombramiento interino, el cual no se hizo de forma personal y tampoco se está dentro de las causales para remover un interino para nombrar a otro. En este caso consta que el despido del recurrente se dio por una causa objetiva, sea la instauración de  un proceso penal contra el tutelado y el dictado de medidas cautelares por parte de un Juez de la República. De conformidad con el artículo 192 de la Constitución Política, la idoneidad comprobada es un requisito indispensable para acceder a los cargos públicos, de ahí que, la no prórroga del nombramiento interino al accionante  por incumplir los requerimientos y expectativas que demandan las funciones de investigador judicial no implica violación alguna a sus derechos fundamentales. Por otra parte, se rechaza la lesión al debido proceso al verificar que el acto inicial de posible cese de nombramiento interino fue comunicado de forma personal al recurrente. Se constata que el gestionante estuvo debidamente representado por una Defensora Pública, quién fue comunicada del posible cese de nombramiento, la ampliación de las razones del posible cese y del cese definitivo. En consecuencia, la decisión del cese en el puesto se encuentra fundamentada en la normativa institucional, en el ejercicio de las potestades del patrono y en razones de interés público. Por lo expuesto, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL
7582-11.  DESPIDO.  SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Refiere el recurrente que fue despedido de su trabajo en la municipalidad recurrida, por presuntas ausencias injustificadas durante dos días laborales, al considerarse dicha falta de mera constatación y sin seguir el debido proceso, en violación de su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número AMC-230-05-2011 del 12 de mayo de 2011, del Alcalde Municipal de Curridabat y, en consecuencia, se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

7779-11. DESPIDO. CONTRATADO POR TIEMPO DETERMINADO Y FUE DESPEDIDO ESTANDO INCAPACITADO. El recurrente señala que fue remitido al Instituto Nacional de Seguros, en virtud de un accidente laboral que sufrió, no obstante, acusa que pese a su condición se le despidió sin justificación alguna, aún cuando se le había contratado hasta el mes de marzo del 2012. Sobre el tema, la Sala ha dicho que los despidos, y traslados, que no se deban a desviación de poder, persecución política o personal, violación de derechos adquiridos o a otras causas semejantes, deben ser reclamados ante la jurisdicción ordinaria, que para el caso en estudio sería la laboral competente. En consecuencia, contrariamente a lo que afirma el recurrente, la discusión de la procedencia o no de los motivos que fundamentaron la decisión de destitución o despido, constituye un problema más de prueba que de legalidad y, en todo caso, de legalidad ordinaria, que no involucra derechos fundamentales directamente; como tampoco los involucra el procedimiento empleado para hacer eficaz el despido, aspectos que deberán dilucidarse en las vías de la jurisdicción ordinaria señaladas. En cuanto al hecho alegado por el amparado que el despido se realizó estando en período de incapacidad, este Tribunal al respecto a considerado en asuntos similares que: "... el hecho de que se encontrara incapacitado cuando se le comunicó su despido tampoco constituye violación alguna a sus derechos fundamentales, pues esa circunstancias, por sí sola, no impide tramitar un procedimiento disciplinario en su contra ni comunicarle, en su caso, el acuerdo de despido.  En consecuencia, el recurso es inadmisible y así se declara..." (sentencia número 2005-001734 de las quince horas catorce minutos del veintitrés de febrero del dos mil cinco)...". Lo cual se reitera en la sentencia 12917-07. Por lo expuesto, procede declarar sin lugar el recurso. SL
7533-11. NOMBRAMIENTO. SE CONSOLIDA CON LA ACCIÓN DE PERSONAL. Alega la recurrente que fue contratado para laborar en la Asamblea Legislativa, hasta mayo del 2010, posteriormente, el Directorio Legislativo acordó nombrarlo a partir del primero de mayo de dos mil once, por el plazo de tres meses, prorrogable por períodos iguales hasta que se realizara concurso. Manifiesta que a pesar de que dicho acuerdo adquirió firmeza, por oficio número DRH-1086-05 del dieciocho de mayo de dos mil once, el nuevo Directorio le informó que en la Sesión Ordinaria número 057-2011, se había acordado anular el acuerdo que había prorrogado su nombramiento, lo que estima contrario a sus derechos fundamentales, así como al principio de irretroactividad. En reiteradas ocasiones, este Tribunal ha señalado que la mera comunicación de un nombramiento no genera derecho alguno a favor de un funcionario, pues éste se consolida con la respectiva acción de personal. En el caso concreto, el recurrente acusa que el Directorio Legislativo procedió a dejar sin efecto su nombramiento, a pesar de que existe un acuerdo previo que se encontraba ratificado. Ahora bien, tras analizar los elementos aportados a los autos, la Sala considera que en el presente asunto no existe violación alguna a los derechos del tutelado, pues del informe rendido bajo juramento por los recurridos, así como de la prueba aportada por éstos, se denota que el nombramiento del tutelado en el puesto número 011620, nunca llegó a materializarse, de ahí que no se generó derecho alguno a su favor. Se declara sin lugar el recurso. SL
7363-11. CONDICIONES. PROBLEMAS DE INFRAESTRUCTURA EN EDIFICACIÓN DE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA.  Acusan los recurrentes que a pesar de existir una serie de oficios, en los que se establece que la temperatura y el factor térmico en la provincia de Alajuela son severos y que la construcción del edificio I Circuito Judicial de Alajuela,  no posee las condiciones necesarias para funcionar sin el auxilio de aire acondicionado, los mantienen laborando en esas condiciones, lo cual violenta sus derechos a la salud ocupacional y a una vida laboral sana.Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, y del Consejo Superior del Poder Judicial, al Director Ejecutivo del Poder Judicial, y a la Jefa del Departamento de Servicios Generales del Poder Judicial, que de inmediato adopten las medidas necesarias para mitigar los problemas que enfrentan los empleados del edificio del I Circuito Judicial de Alajuela y en un plazo de SEIS MESES, ejecuten las acciones pertinentes y definitivas a fin de que el edificio del I Circuito Judicial de Alajuela, reúna las condiciones de ventilación y atmosféricas necesarias para la protección de la salud de los trabajadores y de los usuarios de ese servicio. CL
7303-11. CONCURSOS. PODER JUDICIAL DISPONE SACAR A CONCURSO PLAZAS INTERINAS. El recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, en particular de los derechos protegidos en los artículos 56, 191 y 192 de la Constitución Política, por la omisión injustificada de las autoridades del Consejo Superior del Poder Judicial y del Departamento de Gestión Humana, de sacar a concurso la plaza que ocupa el promovente como Notificador.  A juicio del Tribunal Constitucional, el criterio sostenido por la autoridad recurrida en su informe (en el sentido que la plaza que ocupaba el promovente será sacada a concurso en virtud del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión número 19-11 celebrada el 3 de marzo de 2011, artículo XLVIII) merece plena credibilidad, de modo que no se aprecia en el caso concreto ninguna situación ilegítima que viole o amenace los derechos fundamentales del recurrente, habida cuenta que la autoridad recurrida satisfizo la pretensión del actor con anterioridad a la interposición de este proceso de amparo.  SL
7274-11.  PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. TRASLADO DE CARGOS. Alega el recurrente que dentro del procedimiento disciplinario administrativo seguido en su contra se vulneró su derecho de defensa y el debido proceso, pues alega que no se dio una relación clara, precisa y circunstanciada de los hechos que dieron origen al procedimiento ordinario disciplinario. No obstante, considera la Sala que no se encuentra infracción alguna al derecho de defensa del amparado, pues la intimación cumplió los recaudos impuestos por el Derecho de la Constitución. SL

7170-11.  SANCIÓN. FALTA AL DEBIDO PROCESO.  El recurrente reclama violación al derecho de defensa y al debido proceso de los amparados, pues recibieron una amonestación verbal con copia al expediente personal sin que se les haya dado audiencia previa para defenderse. En este caso concluye la Sala que para imponer una sanción se requiere que la Administración instruya un procedimiento contra el servidor al que se le atribuye una falta, más aún si la amonestación es verbal y de esto se deja constancia escrita en el expediente personal del funcionario, razón por la cual se declara con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Liceo Nocturno Julián Volio Llorente, anular la referencia escrita que se hizo constar en el expediente de los amparados de la amonestación verbal que les fue impuesta. CL   

7342-11. REESTRUCTURACIÓN. MINISTERIO DE HACIENDA. Alega la recurrente que debido al proceso de reestructuración de la Dirección General de Tributación, la Subdirección de Información y Servicio al Contribuyente, del cual era Coordinadora se convirtió en la Dirección de Servicio al Contribuyente y se le nombró como Directora.  Sin embargo, aún percibe el mismo salario que le corresponde como Coordinadora  de Proceso de División Tributaria a pesar de que realiza funciones de Directora, además, que  la Dirección General de Servicio Civil y el Departamento de Potencial Humano no le han  notificado el resultado del estudio de reclasificación de puestos. La Sala tiene por demostrado que el Departamento de Gestión del Potencial Humano del Ministerio Hacienda elaboró un estudio de Análisis Ocupacional,  que incluye el examen del puesto ocupado por la recurrente, el cual se encuentra pendiente de aprobación por parte de la Oficina de Servicio Civil-Ministerio de Salud, y, en consecuencia, las autoridades recurridas aún no  han efectuado ninguna reasignación de cargo a la recurrente  que implique la  modificación de su salario, por lo que  la resolución DGT-ALAF-043-2010 del 26 de enero de 2010, no le confirió a la recurrente derecho alguno que pueda serle reconocido en esta vía, puesto que la simple comunicación por parte de la Dirección recurrida no tiene la virtud de consolidar un nombramiento, dado que este nacerá a la vida jurídica cuando se cumpla el procedimiento establecido en las normas legales y reglamentarias aplicables (artículo 145 de la Ley General de la Administración Pública). En efecto, para que el nombramiento sea válido y eficaz debe ser hecho por la  Dirección de Personal, cuya voluntad se manifiesta en la confección de la correspondiente acción de personal (artículo 25 del Reglamento al Estatuto del Servicio Civil). De ahí que si la comunicación del nombramiento fue hecha sin atender al procedimiento, reglamentariamente, establecido para consolidar la manifestación de voluntad del órgano recurrido (acción de personal), ningún derecho subjetivo adquiere la accionante de aquella. SL
DERECHO PENAL
8631-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE AUDIENCIA Alega el recurrente que se dictó prisión preventiva en contra del amparado sin realizarse audiencia oral ni notificarse a la defensa la resolución que la ordenó. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado, con base en lo dispuesto por el articulo 52 párrafo 1° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, únicamente a los efectos de condenar al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.CL

8241-11. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DE PLAZO. Alega el recurrente que dentro del proceso penal seguido a sus representados, se ordenó decretar prisión preventiva por el plazo de veintidós días que vencía el 20 de mayo del 2011. No obstante, las autoridades recurridas superaron el plazo establecido en el artículo 430 del Código Procesal Penal, por lo tanto se encuentran detenidos de forma ilegitima. En el presente asunto estima la Sala que el Tribunal suspendió la audiencia el día en que vencía el plazo máximo de quince días hábiles de la prisión preventiva, sin que la suspensión y reanudación del debate se justificara mediante una resolución fundada. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

8411-11. SENTENCIA. OMISIÓN DE EXPEDIR COPIA IMPRESA DE LA SENTENCIA ORAL. Acusa el recurrente que el Tribunal recurrido omitió la redacción por escrito de la sentencia condenatoria, y fue sustituida por una resolución emitida en forma oral (entendiendo que su soporte material es el DVD o cualesquier otro registro de audio y video que se utilice), lo que infringe el derecho a la defensa por cuanto el amparado es una persona analfabeta y además porque el formato digital brindado por la autoridad recurrida es incompatible con su sistema operativo, situación por la cual a la fecha no ha tenido acceso al contenido de la resolución ni en forma escrita ni digital. Sobre las nuevas tecnologías utilizadas en el Poder Judicial se cita la sentencia 17955-07. Para cumplir con estas exigencias, debe el Poder Judicial suplir lectores de DVD en sus edificios, obligación que también tiene el Estado en general cuando deba poner a disposición de los ciudadanos los medios para imponerse de las resoluciones jurisdiccionales. En el caso de las sentencias, una vez que han sido notificadas y cuando por limitación cultural o socioeconómicas, el imputado no puede revisarla en una computadora, el Estado está en la obligación de garantizarle el acceso ya sea proveyéndole un lugar en el despacho para que la revise con su defensor cuantas veces lo necesite, o bien mediante trascripción, en un plazo razonable. Particularmente en el caso de los privados de libertad, el Ministerio de Justicia deberá suplir la forma en que ellos puedan accesar al contenido de lo resuelto en las causas que se tramitan en su contra. (ver sentencia Nº 2009003117 de las quince horas y tres minutos del veinticinco de febrero del dos mil nueve). En este caso concreto consta que  la autoridad recurrida le informó a las partes que la sentencia iba a ser de manera oral, y en ese momento ni el imputado ni su defensor público solicitaron la transcripción de la sentencia ni aportaron un dispositivo de almacenamiento masivo. Al día siguiente el Tribunal recurrido le entregó a la esposa del amparado un DVD que contiene la sentencia oral y copia completa del expediente, posteriormente el recurrente solicitó una trascripción por escrito de la sentencia, sin justificar el motivo de dicha gestión y también lo requirió en formato digital.  Llama la atención a esta Sala que el recurrente en este proceso justifica que la  solicitud de la copia impresa de la sentencia se debe a que el amparado es una persona analfabeta y que en el centro penitenciario no hay computadoras disponibles a los privados de libertad, lo cual determina que su gestión resulta ilógica por cuanto de ninguna de las dos maneras le sería factible al amparado imponerse del  contenido de la sentencia. Ciertamente  a veces el registro audiovisual resulta inaccesible o inmanejable para muchas personas, especialmente para los privados de libertad, personas discapacitadas o con un nivel bajo de educación y en virtud de ello, el Estado se encuentra en la obligación de brindar los medios necesarios para que la parte sea notificada del contenido de la resolución, en el respaldo en que se hubiere dictado, a fin de dar cumplimiento al principio de acceso a la justicia.  En todo caso, si una persona solicita y justifica que la sentencia le debe ser notificada por escrito, así deberá procederse; sin embargo no es el caso del aquí amparado. Asimismo, el Tribunal no se encuentra obligado en brindar una copia digitalizada de la sentencia en un formato compatible con el equipo electrónico del recurrente, es por ello que el recurrente puede acudir al Tribunal en dicha hora y fecha para tomar nota de la información que requiere para formular el recurso de casación que menciona. Además, el retraso para obtener copia digital de dicha sentencia no es atribuible a la autoridad recurrida sino a la propia inercia del recurrente, por cuanto desde el 10 de junio del año en curso se le indicó que debía aportar un dispositivo de almacenamiento masivo para grabársela. Se declara sin lugar el recurso. SL
7999-11.  PRISIÓN PREVENTIVA. PROBLEMAS CON EL AUDIO DURANTE LA AUDIENCIA. Reclama la recurrente que los sistemas de audio de la audiencia oral para resolver la prisión preventiva de sus defendidos fallaron y la recurrida dijo que si las partes estaban de acuerdo lo haría por escrito, a lo que se accedió, pero acto seguido se limitó a decir que a los amparados se les imponía ocho meses de prisión preventiva y ordenó a los custodios que los trasladaran a las celdas judiciales. Agrega que ese acto lesiona los derechos de defensa de sus clientes, presentado el recurso de apelación, aunque la jueza accionada niega que se haya limitado a decir solo el tiempo de la medida cautelar, sino que se realizó una debida fundamentación y se hizo también por escrito.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL.

8000-11. PRISIÓN PREVENTIVA. RETRASO EN ENVIAR APELACIÓN AL TRIBUNAL. Reclama el recurrente que dentro del proceso penal seguido a su representado se realizó la audiencia oral, y a  petición del fiscal, el juzgado recurrido le impuso al amparado la medida cautelar de prisión preventiva por dos  meses, los cuales vencen el primero de agosto  del  año  en curso. Indica que interpuso el recurso de apelación por considerar que la resolución carece de fundamentación; no obstante, a la  fecha no  se ha  enviado  el expediente  al  Tribunal  Penal. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del imputado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL

8001-11. PRISIÓN PREVENTIVA. VECIMIENTO DEL PLAZO. Menciona la recurrente que la medida cautelar de prisión preventiva impuesta a su representado venció, sin que se haya prorrogado dicha medida. Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado y al en lo personal al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

8088-11.  PRISIÓN PREVENTIVA. DICTADA AL CONCLUIR EL DEBATE.  El recurrente alega que el Tribunal recurrido revocó de forma automática la libertad de su defendido sin fundamentación alguna. En este caso, de los hechos se desprende que la medida de prisión preventiva que se impugna, fue dispuesta por el Tribunal en el acto final y conclusivo del debate, es decir, la sentencia, en la cual se declaró al amparado responsable del delito de Lesiones Graves y Coacción en Concurso Material y se impuso al amparado un total de tres años y seis meses de prisión. Tomando en cuenta que el artículo 364 del Código Procesal Penal y la jurisprudencia de la Sala, que indica que el dictado de una sentencia condenatoria, aun cuando no se encuentre firme, resulta ser una nueva circunstancia a tomar en consideración a efecto de revocar el beneficio de excarcelación, o bien, de ordenar la detención del imputado, no observa este Tribunal violación a derecho fundamental alguno.  Se declara sin lugar el recurso. SL
7987-11. PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. Indica el recurrente que su representado se encuentra privado de libertad ilegítimamente debido  a que la  medida cautelar de prisión preventiva venció el  cuatro de junio de este año, y fue  prorrogada hasta dos días después. Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado y al en lo personal al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

7967-11.  DETENCIÓN.  RESEÑA REALIZADA POR EL OIJ. Alega el recurrente que pese a que cumplió la orden de citación para rendir declaración ante la Fiscalía de Cañas - que le atribuye  la falta de acatamiento de una orden sanitaria impartida por el médico del Centro de Salud de Abangares- fue  trasladada a la Delegación del Organismo de Investigación Judicial, para realizar el diligencia de reseña, procedimiento que es para las personas ya condenadas, y en su caso particular, aún no se ha dictado sentencia alguna y además no cuenta con antecedentes penales. Señala la Sala que pese a no haberse dictado sentencia, la reseña se hace con autorización de lo dispuesto en la Ley Orgánica el Organismo de Investigación Judicial que en su artículo 40, que faculta a ese Órgano a llevar un archivo criminal que cuenta con las fichas y documentos, debidamente clasificados, de todas las personas que en alguna oportunidad han comparecido ante las autoridades en calidad de presuntos responsables de hechos punibles ya sea de autoridades nacionales o extranjeras, pero a la vez le otorga a esa información, carácter de confidencialidad, señalando que será para uso exclusivo del organismo y de las demás autoridades judiciales que así lo requieran (ver en este sentido, la sentencia número 18425-06 de las diez horas con seis minutos del veintidós de diciembre de dos mil seis.) . SL
7982-11. PRISIÓN PREVENTIVA. SENTENCIA CONDENATORIA. El recurrente reclama que se encuentra privado de libertad de forma ilegítima debido a que no se ha prorrogado su prisión preventiva. En este caso consta que el Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, estableció que lo procedente era rechazar la solicitud de prórroga de la prisión preventiva formulada debido a que la sentencia contra el recurrente, ya adquirió firmeza en cuanto a la condenatoria por el delito de robo agravado. Por consiguiente, se comprueba que la privación de libertad del recurrente obedece a su condición de sentenciado, y lo que, actualmente, se debate es sobre recalificación de los hechos calificados como lesiones leves por el delito de tentativa de homicidio. Por consiguiente, se desprende que la privación de libertad del recurrente se ajusta a derecho, dado que obedece al cumplimiento de una sentencia condenatoria dictada por el Tribunal recurrido. Se declara sin lugar el recurso. SL
7985-11.   PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DE PLAZO Manifiesta el recurrente que dentro del proceso penal se le impuso  a  la tutelada prisión preventiva por tres meses que vencían  el  trece de junio del  año  en curso. Indica que la  medida fue confirmada por  el Tribunal  Penal, y a la fecha no ha recibido comunicación alguna  por parte del Juzgado Penal  que prorrogue  la prisión preventiva de la tutelada.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Juzgado Penal del II Circuito Judicial de Alajuela, pues se comprobó que la recurrente estuvo detenida por dos días sin resolución que justificara la medida. CL  

7783-11. COMISO. APLICACIÓN DEL COMISO EN CASOS DE CONDUCCIÓN TEMERARIA. Consulta Judicial sobre la aplicación del artículo 110 del Código Penal en cuanto al delito de conducción temeraria contemplado en el artículo 254 bis en el Código Penal. Se consulta si la aplicación del artículo 110 del Código Penal en cuanto al delito de conducción temeraria contemplado en el artículo 254 bis en el Código Penal, infringe los artículos 39, 40, 45, 50 y 56 de la Constitución Política y los artículos 17 y 21.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Las normas señalan que el comiso es una figura sancionatoria de aplicación facultativa por parte del juzgador. Actualmente con la aplicación de las reformas a la Ley de Tránsito, en los delitos de peligro, se puede utilizar por parte de los juzgadores, el comiso del vehículo del infractor. Se consulta si la aplicación del comiso puede ser una violación al derecho de propiedad privada, además se ha convertido en una pena accesoria, que estiman desproporcionada y violatoria de varias normas constitucionales y de la Convención. Se evacua la consulta en el sentido que es inconstitucional la aplicación automática del artículo 110 del Código Penal relativo al comiso, al delito de conducción temeraria establecido en el artículo 254 bis del Código Penal. Evacuada
7782-11. IMPUTADO. ESPOSADO DE PIES Y MANOS DURANTE EL TRASLADO. Acusa el accionante que fue llevado a  una audiencia en un caso penal que se lleva en su contra y, que fue encadenado de pies y manos durante el trayecto y una vez que terminó la audiencia, también fue atado, lo que le pareció sumamente denigrante y violatorio de sus derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Comuníquese a todas las partes.- La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Castillo Víquez salvan el voto y declaran con lugar el recurso.  SL

7784-11. AUDIENCIA. LIMITACION DEL EJERCICIO DE LA DEFENSA. El recurrente acusa que en la audiencia oral, en que se conoció y resolvió el recurso de apelación planteado por la defensa técnica del amparado en contra del auto de prisión preventiva, no se le otorgó la posibilidad de exponer sus alegatos, en infracción del derecho de defensa y el debido proceso.  Se indica que este Tribunal Constitucional, ha destacado la trascendencia de las audiencias orales como una forma de protección ciudadana y como un instrumento básico para el ejercicio de una defensa eficiente de los intereses del acusado, pues, por medio de la oralidad, se pueden hacer efectivos los principios esenciales que rigen el proceso penal, tales como el acusatorio, el contradictorio y la inmediación de la prueba, y se potencia, en definitiva, el derecho de defensa. De allí, que ante la eventual imposición o impugnación de una medida cautelar de prisión preventiva, adquiere indudable importancia la realización de la audiencia oral, a fin de asegurarle al imputado y a su defensa técnica la posibilidad de argumentar, rebatir, preguntar y repreguntar -como plena garantía para el ejercicio de su derecho de defensa-, y  permitirle, además, tener contacto con el juez que ha de resolver sobre uno de sus bienes de mayor valía, como lo es la libertad. En este caso en particular, se tiene por acreditado que el Tribunal recurrido no le otorgó la palabra a la defensa técnica para que expusiera y desarrollara sus alegatos en cuanto al fondo de su apelación, en su lugar, lo que hizo fue resolver la impugnación planteada. Con lo que se verifica que, durante la referida audiencia, se limitó indebidamente el ejercicio efectivo de la defensa técnica en perjuicio del amparado. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se anula el Voto No. 155-2011 dictado por el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica a las 16:55 horas del 1 de junio del 2011 por violación al derecho de defensa. Se ordena al Juez Coordinador del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que fije una  audiencia oral para que el defensor del amparado exponga los motivos del recurso de apelación interpuesto. CL
7467-11.  MENOR DE EDAD. DETENCIÓN PROVISIONAL. Manifiesta el recurrente que el amparado se encuentra privado de libertad con la medida de detención provisional desde el dos de julio de dos mil diez. Señala que el Tribunal recurrido rechazó la última solicitud de prórroga de prisión preventiva formulada por el Ministerio Público, indicándose que se encontraba firme la declaratoria de culpabilidad. Indica que en el proceso penal juvenil no existe fijada ninguna sanción penal en contra del amparado. Se declara sin lugar el recurso por cuanto existe sentencia en contra del menor. SL

7446-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTACIÓN Y CONDICIONES DE DETENCION. Reclama el recurrente que  fue detenido  por agentes del Organismo de Investigación Judicial debido a una supuesta orden de captura  en su contra, fue trasladado a las cárceles de los tribunales de justicia  y allí fue sometido a agresiones y torturas por los funcionarios judiciales. Además, se dictó prisión preventiva en su contra por el plazo de quince días, en una causa penal que desconoce y se le mantuvo durante dos días más en los calabozos de los Tribunales, hasta que  se  ordenó su traslado al Centro de Atención Institucional. En este caso, la Sala verificó que el en caso concreto, el amparado presentó un comportamiento agresivo por lo que fue necesario el uso de la fuerza física por parte de los oficiales del Organismo de Investigación Judicial para reducirlo y lograr su detención. Sobre la detención, se indica que el acusado fue detenido sin orden judicial, debido a que se trataba de una de flagrancia, tal y como lo faculta el artículo 235 del Código Procesal Penal y dentro del plazo de veinticuatro horas que determina el artículo treinta y siete de la Constitución Política, el amparado no sólo fue puesto a la orden del Tribunal de Flagrancias de Heredia  sino que casi en forma inmediata a su aprehensión, el Ministerio Público le informó  al recurrente el motivo de su detención  y sus derechos y  se ordenó prisión preventiva en contra del recurrente por el plazo de quince días hábiles. Finalmente en cuanto a que se le mantuvo detenido dos días en los calabozos de los Tribunales de Heredia, hasta que se ordenó su traslado al Centro de Atención Institucional Gerardo Rodríguez Echeverría, de conformidad a  lo informado bajo juramento, la Sala justifica que el caso se encuentra debidamente motivado debido a que  no se puede trasladar un indiciado a un centro de prisión en horas de la noche por razones administrativas por cuanto el funcionario de adaptación social debe buscar un espacio, siendo que la permanencia del amparado fue de cuarenta y ocho horas aproximadamente, lo cual no resulta desproporcionado y no consta que las  condiciones en la que estuvo privado de libertad  en dichas celdas no cumplan  con las exigencias mínimas establecidas. Se declara sin lugar el recurso en todos sus extremos. SL

7453-11. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUESTA EN SENTENCIA CONDENATORIA.  La recurrente reclama que el Tribunal colegiado recurrido, -que impuso pena de seis años de cárcel y decretó la prisión preventiva contra el amparado-, estuvo  integrado por un miembro suplente. Asimismo acusa que por resolución unipersonal de ese tribunal, se denegó el cambio de medida, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales. En segundo lugar reclama que  la medida cautelar privativa de libertad  carece de la fundamentación necesaria, pues según su dicho, no se tomó en cuenta las garantías ofrecidas. Por último reclama la violación al principio de igualdad, toda vez que la prisión preventiva fue dictada solamente contra el amparado, a pesar de que al coimputado se le impuso 3 años de prisión y se le concedió el beneficio de ejecución condicional de la pena. Sobre la integración del tribunal de juicio, es una disconformidad que debe plantearse ante el Despacho Judicial que tramita la causa, por ser su competencia resolver si el juez suplente debía o no inhibirse -como parece sugerir la recurrente-. En cuanto al reparo que hace la recurrente en relación con la constitución de uno solo de sus miembros del tribunal que resuelve la solicitud de cambio de medida cautelar, ello se hace al tenor de lo establecido en el artículo 96 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial y no constituye ningún vicio procesal, lo que lleva a descartar las violaciones acusadas por la recurrente. Respecto a la falta de fundamentación de la resolución que deniega solicitud de cambio de medida cautelar, consta que el Tribunal recurrido fundamentó debidamente los motivos por los cuales impuso la prisión preventiva por seis meses más del sentenciado. En cuanto a la violación al principio de igualdad, por cuanto la medida cautelar cuestionada, no se aplicó al otro coimputado, señala la Sala que la situación procesal es individual y personalísima. El hecho que se tramite en contra de varias personas un mismo proceso penal, no es motivo suficiente para suponer que deba dictárseles idénticas medidas cautelares, pues su imposición depende de la situación específica y particular de cada imputado. SL
7457-11. DETENCIÓN. POR ERROR, NO EXISTIA ORDEN VIGENTE. Alega la recurrente  que su representado fue privado de su libertad de forma ilegítima, y  a pesar de que se había ordenado su libertad, el Juez tramitador ordenó su captura.  En este caso estima la Sala que el amparado fue detenido por un error, pues no existía orden vigente de captura en su contra ni resolución judicial que así lo ordenara, motivo por el cual procede declarar con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL  
7451-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE AUDIENCIA.  La recurrente alega que las autoridades del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, además de decretar la rebeldía del tutelado y ordenar su inmediata detención por no presentarse al debate programado para esa fecha, le impusieron una medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de un mes sin que, de previo, se le otorgara audiencia alguna para ejercer su derecho de defensa. No obstante, este Tribunal Constitucional no estima que dicha actuación del Tribunal haya vulnerado los derechos fundamentales del interesado. En primer término, debe de observarse que los juzgadores, a tenor de lo dispuesto en el artículo 329 del Código Procesal Penal, cuentan con la potestad - durante la etapa de juicio-, de ordenar la prisión preventiva del encausado -aún cuando no medie solicitud expresa del Ministerio Público-, a efecto de asegurar la realización del debate. Por otra parte, este Tribunal Constitucional ha sido del criterio que, para la imposición de dicha medida cautelar, concretamente, cuando se ha decretado, de previo, la rebeldía del imputado -tal y como aconteció en el caso concreto, según lo acreditado en autos-, no se requiere el otorgamiento de audiencia previa. Finalmente se acusa que las autoridades no han resuelto un recurso de revocatoria que formuló contra la resolución impugnada y un escrito que presentó a efecto de justificar la inasistencia del interesado al debate. Sin embargo, esta Sala no estima que lleve razón la recurrente en su alegato. Esto, ya que, de la prueba allegada a los autos se desprende, que para la fecha y hora en la que la recurrente formuló el presente recurso de hábeas corpus, aún no había transcurrido un plazo excesivo o irrazonable a efecto que las gestiones referidas hubieran sido conocidas y resueltas por el Tribunal. SL 
7392-11. REENVÍO. JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA Y LOS TRIBUNALES DE CASACIÓN. El accionante acusa que la jurisprudencia emitida por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, y los Tribunales de Casación Penal, donde establecen el reenvío del proceso para efectos de determinación de la pena, es inconstitucional, ya que vulnera varios principios constitucionales, entre ellos, el principio de legalidad, el principio de independencia del juez, el principio del contradictorio e inmediación de la prueba, entre los más destacados. Cuestiona el accionante que con el criterio vertido por la Sala Tercera en su jurisprudencia, se obliga a los Jueces de Juicio a fijar ineludiblemente una pena en contra del imputado, aunque consideren que es inocente y no hayan estado durante el contradictorio. Además, considera el accionante que dicha jurisprudencia obliga al Juez de Juicio que conoce el reenvío a circunscribirse exclusivamente a fijar una pena, sin poder las partes debatir otros aspectos relativos a la tipicidad, antijuricidad y culpabilidad. En ese sentido, es preciso indicarle al accionante que ya este Tribunal ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre estos mismos alegatos en anteriores casos, se cita el voto 5507-00, en donde se indica que en estos casos, la discusión está limitada a los aspectos que tengan que ver con la individualización de la pena, porque el fallo se mantiene incólume en los demás extremos, lo cual no infringe el principio de independencia del Juez, ya que el órgano superior no le fija al inferior en qué términos debe determinar la pena, o cuál es la pena que corresponde imponer en el caso concreto, sino que únicamente le indica que debe pronunciarse nuevamente sobre la misma por carecerse de la debida fundamentación en un principio. Según se dijo en el precedente citado, existe la posibilidad de evacuar toda la prueba que el juez y las partes estimen necesaria para la discusión; sin embargo, ello no significa que se pueda abrir la discusión de nuevo en relación con la tipicidad, antijuricidad y culpabilidad ya establecidas con anterioridad, pues es obvio que si el fallo se anuló sólo en lo concerniente a la individualización de la pena, la discusión no puede versar sobre otros tópicos, ya que de otra manera se estaría vulnerando el principio del “non bis in idem”, pues ya el juicio sobre los demás puntos se encuentra firme. RF
7407-11. PRISIÓN PREVENTIVA. PRORROGA DE OFICIO. Alega la recurrente que la autoridad recurrida prorrogó la prisión preventiva en contra del amparado, a pesar, de que el representante del Ministerio Público no se presentó a la audiencia oral en la cual se iba a conocer la prórroga de la prisión preventiva. Si bien es cierto que esta Sala ha considerado que las prórrogas de medidas cautelares dictadas oficiosamente son ilegítimas, lo cierto es que se trata de prórrogas dictadas sin existir una solicitud al respecto por parte del Ministerio Público, en etapas procesales distintas a la de juicio, en que la situación es diversa, e incluso, como en este caso, en que se ha señalado fecha para la realización del debate. Sobre el tema se cita la sentencia 2992-05. Se declara sin lugar el recurso. SL
7427-11. IMPUTADO. SE LE NIEGA COPIA ESCRITA DE LA SENTENCIA.  El recurrente estima lesionado su derecho de defensa, por cuanto indica haber solicitado copia escrita al Tribunal recurrido de su sentencia condenatoria para presentar recurso de casación, lo cual no ha logrado a la fecha. En este caso consta que se ofreció al imputado y su defensor, una copia digital de la sentencia oral aportando un dispositivo de almacenamiento masivo, lo que no atendió ninguno de los dos. Sobre este tema se cita el voto 3117-09, en dicho pronunciamiento la Sala también indicó que la práctica judicial, de omitir la redacción de la sentencia documento, sustituyendo éste por una resolución emitida en forma oral no es contraria al principio de legalidad, ni contraria a ningún derecho constitucional, o convencional, siempre y cuando se suministre a la parte el registro audiovisual en DVD, o en cualquier otro medio que permita la reproducción de ese registro y se le provea, en las instalaciones del Poder Judicial, de los medios necesarios para accederla, en caso de que no cuente con los recursos propios para ello.  Como lo hizo en este caso la autoridad recurrida, que gestionó el traslado del amparado el día 6 de junio pasado al Tribunal, donde le facilitó una computadora que pudo reproducir la sentencia oral y así, tomar las notas necesarias. También es cierto que la Sala ha señalado, que en los casos en que la persona solicite y justifique que la sentencia le debe ser entregada por escrito, o con utilización de otras formas, así deberá procederse cuando las circunstancias propias así lo exijan para no lesionar el principio de defensa. Sin embargo, no consta en el presente caso que la autoridad recurrida le haya impedido al amparado ejercer su derecho de defensa, ni de acceso a dicha sentencia. SL 

7406-11. DEFENSOR. CAMBIO DE DEFENSOR.  Manifiesta el recurrente que dentro del proceso penal que se le sigue a su representado, se le concedió la libertad condicional. Acusa que su defensor fue separado de la defensa, ya que por razones de salud no se podía presentar a una audiencia, esto, pese a la oposición del amparado, y le otorgó un plazo de tres días para que nombrara otro abogado de su confianza. Del análisis del caso no se observa que se esté quebrantando el derecho a la libertad del amparado.  En este sentido, si el aquí recurrente, su defensor, no puede asistirlo en la audiencia de control y seguimiento del beneficio de la libertad condicional, que de acuerdo con su competencia ha dispuesto realizar el juzgado recurrido, es razonable y válido que éste le prevenga que nombre un nuevo defensor de su confianza, y en caso de omisión, lo procedente es que le asigne uno de oficio, para que ejerza la defensa técnica del tutelado.  En consecuencia, no es arbitrario el procedimiento seguido por el accionado, al requerirle al amparado que señale un nuevo abogado, dado que eso cumple el derecho de defensa y por otra parte, tampoco es ilegítimo que en caso de negativa del sentenciado, el Juzgado le nombre uno para que vele por ese derecho del amparado. SL

7111-11.  DETENCIÓN. POR MAS DE VEINTICUATRO HORAS. Manifiesta el recurrente que su representado fue detenido en la vía pública y llevado a su casa de habitación, y seguidamente fue esposado y mantenido incomunicado por funcionarios de la Sección de Fraudes del Organismo de Investigación Judicial. Alega que fue trasladado  esposado a las celdas del Segundo Circuito Judicial de San José.  Reclama  que no contaba con la designación de un defensor público, y sus familiares fueron informados en la Oficina de Cárceles y por la Defensa Pública, de que no se cuenta con la posibilidad de asignarle un defensor hasta tanto no fuera puesto a la orden de una autoridad jurisdiccional, con lo cual se violentó su derecho constitucional a no permanecer detenido por más de veinticuatro horas e incomunicado por más de cuarenta y ocho. Se declara sin lugar el recurso. En cuanto a las condiciones del tutelado durante de las diligencias del allanamiento deberá estarse el recurrente, a lo resuelto por ésta Sala en la resolución  número 2011-006361 de las catorce horas y cuarenta y cinco minutos del dieciocho de mayo del dos mil once. SL

7159-11.  DETENCIÓN. POR MENOS DE VEINTICUATRO HORAS Reclama el recurrente que los amparados se hicieron presentes en las oficinas del Organismo de Investigación Judicial. Menciona que cuando los amparados ingresaron al edificio fueron detenidos, y esposados y luego fueron pasados a unos calabozos. Afirman que el amparado estuvo detenido durante diecisiete horas, sin ser indagado, y sin que se le hubiese nombrado un defensor y sin que se le permitiera realizar una llamada telefónica. Agregan que posteriormente, se dictó prisión preventiva en contra del amparado sin justificación, pues no existen pruebas o indicios en su contra y tampoco existe peligro alguno. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO TRIBUTARIO
8408-11. DECLARACIÓN TRIBUTARIA. SE LLENAR FORMULARIO DE TRIBUTACION SOLO POR INTERNET. El recurrente estimó transgredido su derecho al buen funcionamiento de los servicios públicos, pues, en su criterio, se encuentra imposibilitado para acceder al único mecanismo dispuesto por la Tributación Directa para el pago del canon de reserva del espectro radioeléctrico –denominado “Sistema Tribunet”-, habida cuenta que no posee Internet. Se declara lugar el recurso. Se le ordena al Director General a.i. de Tributación Directa, implementar y ofrecer a los contribuyentes dentro de los tres meses siguientes a la notificación de esta resolución, los medios físicos o tradicionales para presentar cualquier declaración tributaria. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL

7813-11. CANON. DETERMINACIÓN DEL CANON EN ZONA MARITIMO TERRESTRE. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 48 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, y los artículos 49 y 50 del Reglamento a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre. Señala el recurrente que los artículos impugnados contravienen el principio de reserva legal en materia tributaria, pues permiten la fijación de los cánones de la zona marítimo terrestre mediante instrumentos normativos distintos a la legislación ordinaria. Aduce que contrario a lo reconocido jurisprudencialmente por la Sala Constitucional, la naturaleza jurídica del canon definido en la Ley y el Reglamento de la Zona Marítimo Terrestre es de tasa o impuesto, según así lo ha reconocido la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Español, por lo que plantea que en el ordenamiento jurídico costarricense debiera seguirse una interpretación similar a la desarrollada en el derecho comparado que cita. Es por ello que estima que la creación y determinación de los cánones de la zona marítima terrestre debe ser mediante ley y no por vía reglamentaria. Sobre el tema se cita el voto 9170-06 y se indica que si el canon no es un tributo, no está sujeto a las previsiones del principio de reserva de ley en materia tributaria, definición que deja sin sustento los motivos de inconstitucionalidad aducidos por el accionante. Igualmente, si canon y tributo no son lo mismo, tampoco puede verse una eventual violación al principio de razonabilidad, pues el hecho de que las normas impugnadas refieran al valor de mercado del bien, en nada roza con los principios constitucionales, toda vez que si el inmueble situado en zona marítimo terrestre es un bien demanial, sí tiene un valor determinado a efectos de su concesión, valor que es fijado de acuerdo a la utilización del fundo, y con este valor se define el canon correspondiente.Dado que el motivo de inconstitucionalidad aducido por el accionante fue ya discutido y resuelto por esta jurisdicción en los términos dichos, y la Sala no encuentra motivos que justifiquen variar de criterio, lo procedente es  rechazar por el fondo la acción. RF
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

8002-11. MIGRACIÓN. IMPEDIMENTO DE INGRESO AL PAÍS A EXTRANJERO CASADO CON COSTARRICENSE. Indica la recurrente alega que la Dirección de Migración y  Extranjería niega el ingreso al país al amparado, quién es su esposo, a pesar que tiene vínculo matrimonial con costarricense y un hijo también. En este caso indica este Tribunal  que no puede reconocer a los extranjeros un derecho fundamental a permanecer de manera ilegal en el territorio nacional y a ignorar las disposiciones legales de orden público en torno a esta materia, pues la sola existencia de un vínculo matrimonial y un hijo costarricense, no puede suponer la derogación singular de las normas legales que rigen el ingreso y la permanencia de extranjeros en el territorio nacional. Se declara sin lugar el recurso. SL

7198-11. DEPORTACION. EXTRANJERO CASADO CON COSTARRICENSE. SE LE RETIENE EL PASAPORTE. El accionante presentó un recurso de amparo contra la Dirección General de Migración y Extranjería, porque declaró ilegal su ingreso y la permanencia, ordenándose su deportación e impedimento de entrada al territorio nacional por un período de cinco años. También se le decomisó el pasaporte. Aducen, tal situación le impide estar con su esposa y su hijo, quién tiene síndrome de Down. Sobre la deportación, consta que el amparado se encontraba en forma ilegal en el país y su matrimonio con una ciudadana costarricense no tiene la virtud de convertir en legítima la permanencia ilegal. Además, consta que el amparado no ha presentado ningún trámite de residencia para regularizar su situación migratoria, esto a pesar de la prevención realizada por la Administración. Sobre la retención del pasaporte, se estima que no es arbitraria la actuación de la Dirección recurrida, pues se encuentra fundamentada en el artículo  19 de la Ley de Migración y Extranjería. SL
FAMILIA
8422-11. MENORES. IMPIDEN SALIDA DE MENOR DE CENTRO HOSPITALARIO. Alega el recurrente que su hija quien es menor de edad,  dio a luz a un hijo y en el Hospital no le dan la salida, porque la Trabajadora Social encargada así lo recomendó, pese a que ambos se encuentran en perfecto estado de salud. En este caso concluye la Sala que las medidas adoptadas en el Hospital a favor de los menores, se dictaron dentro de las potestades y facultades que la propia Constitución Política le otorga al Patronato Nacional de la Infancia, con la colaboración de otras instituciones, por esta razón procede declarar sin lugar el recurso. SL 

7442-11. UNION DE HECHO. PLAZO DE CADUCIDAD PARA RECONOCIMIENTO DE UNIÓN DE HECHO. Acción de  Inconstitucionalidad en contra del artículo 234 del Código de Familia, por estimarlo contrario a los artículos 33, 51 y 52 de la Constitución Política. La norma se impugnan en cuanto establece un plazo de caducidad de 2 años para reclamar los efectos patrimoniales derivados del reconocimiento de la unión de hecho, lo que establece un trato discriminatorio respecto a los derechos de los cónyuges que tienen un plazo de 10 años para reclamar bienes gananciales y priva a este núcleo familiar del disfrute de los derechos adquiridos durante su relación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. Voto salvado de los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo. CL

INTIMIDAD

7937-11. INFORMACIÓN CREDITICIA. SOLICITUD PARA ELIMINAR INFORMACIÓN CREDITICIA. Alega el recurrente que las deudas contraídas con las entidades recurridas fueron canceladas hace cuatro años, a pesar de ello aparece con el record crediticio manchado.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al representante legal de la empresa WWWDATUMNET S.A,  completar la información crediticia de la amparada que consta en su base de datos.  En cuanto a Protectora de Crédito Comercial S. A., Compañía Transunión Costa Rica S. A.,  Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada S. A., TELETEC S.A.,  Credomatic S.A.,  Caja Costarricense de Seguro Social, Superintendencia General de Entidades Financieras, Banco de Costa Rica, Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Scotianbank de Costa Rica S.A. y el Banco Citibank de Costa Rica S.A, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
7902-11. INFORMACIÓN CREDITICIA. SOLICITUD PARA ELIMINAR INFORMACIÓN PERSONAL. El recurrente considera lesionado su derecho a la intimidad, toda vez que refiere que las empresas recurridas cuentan con información suya que es confidencial sobre la cual no ha dado autorización alguna para su distribución. Este Tribunal Constitucional, a través de su jurisprudencia, ha señalado que todas las personas físicas o jurídicas tienen derecho a conocer los datos o información que conste sobre ella, en cualquier registro público o privado y de cualquier naturaleza, sea éste informatizado, mecánico u otro. Así como la posibilidad de rectificar, actualizar, complementar, suprimir o corregir dicha información y que la misma sea utilizada únicamente, para el fin que fue destinada. Se cita la sentencia 11257-06. En el presente caso, el recurrente aduce que tuvo conocimiento de los hechos acusados por un tercero, sin embargo no aportó prueba documental alguna y de los informes rendidos a la Sala, todas las empresas niegan tener información sensible en sus bases de datos del amparado. Ante este cuadro fáctico la Sala no tiene otra alternativa que desestimar el amparo, al no haberse logrado constatar la lesión acusada, sin dejar de advertir a las recurridas el deber de acatar lo dispuesto por este Tribunal en su reiterada jurisprudencia.  Se declara SIN LUGAR el recurso. El Magistrado Cruz salva el voto y declara con lugar el recurso conforme lo indica en el último considerando. SL

7937-11. INFORMACIÓN CREDITICIA. SE ORDENA COMPLETAR INFORMACIÓN CREDITICIA. Alega el recurrente  que las  deudas contraídas por su representado fueron canceladas hace cuatro años, a pesar de ello aparece con el record crediticio manchado. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al representante legal de la empresa WWWDATUMNET S.A,  completar la información crediticia de la amparada que consta en su base de datos. En cuanto a Protectora de Crédito Comercial S. A., Compañía Transunión Costa Rica S. A.,  Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada S. A., TELETEC S.A.,  Credomatic S.A.,  Caja Costarricense de Seguro Social, Superintendencia General de Entidades Financieras, Banco de Costa Rica, Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Scotianbank de Costa Rica S.A. y el Banco Citibank de Costa Rica S.A, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7297-11.  INFORMACIÓN CREDITICIA. SE LE NIEGA CREDITO BANCARIO POR INFORMACIÓN QUE OTORGÓ EMPRESA DE DATOS.  Reclama el recurrente que la empresa recurrida mantiene en su base de datos información falsa  sobre el récord crediticio, lo que le perjudicó en la obtención de un crédito ante una entidad financiera. Luego de un análisis del derecho de autodeterminación informativa y del derecho al olvido, en este caso no se comprueba la violación al derecho a la autodeterminación informativa del amparado, pues no se desprende  que efectivamente se le hubiera rechazado al amparado crédito alguno  como lo afirma en el recurso ni tampoco consta que haya pedido una rectificación de la información que considera perjudicial. Se declara sin lugar el recurso. Voto salvado del Magistrado Cruz Castro. SL

LIBERTAD DE PRENSA
*7293-11. INFORMACIÓN. MEDIO DE COMUNICACIÓN NO TIENE OBLIGACIÓN DE ENTREGAR COPIAS DE PROGRAMAS. El recurrente presenta el recurso a favor de la amparada y considera que a esta se le están violando sus derechos fundamentales por el hecho de que los recurridos  no le hayan entregado copia de los programas de radio denominado “Flecha T.V” comprendidos entre el 11 y 28 de marzo de este año, con el objeto de determinar si procede ejercer el derecho rectificación o respuesta pues se ha estado aludiendo de forma negativa a la cooperativa amparada.  En este caso, lo único que se analiza por parte de la Sala es si la falta de entrega de las copias solicitadas ha constituido una violación de derechos fundamentales. A pesar de que se comprueba que los recurridos no entregaron copia de los programas de televisión solicitados por el recurrente, el recurso se desestima, pues considera la Sala que ello no constituye violación alguna de derechos fundamentales, dado que, el derecho de rectificación y/o respuesta no ha sido ejercido (conforme las reglas establecidas en la Ley de la Jurisdicción Constitucional), ni tampoco implica el derecho de recibir copia de los programas en cuestión; dado que determinar la responsabilidad que pudiera derivar de lo manifestado por el medio de difusión o el dueño del espacio es una cuestión de legalidad que corresponde llevarse y ventilarse en la vía judicial ordinaria; y dado que, en todo caso, el recurrente fue invitado al programa de televisión a expresar o aclarar cualquier asunto. SL
LIBERTAD DE TRANSITO
8633-11. VIAS PÚBLICAS. ESTACIONAMIENTO DE VEHÍCULOS EN ACERAS DE GRECIA. Acusa el recurrente que entre el cruce de la entrada de Grecia hasta el centro de ese cantón, existen muchas ventas de vehículos usados que utilizan las aceras para colocar los automotores, lo que impide el libre tránsito. Refiere que las autoridades recurridas no adoptan las medidas necesarias para solventar esta situación. En este caso concluye la Sala que el alegato presentado constituye una queja que, como tal, deberá presentar en las vías de legalidad que correspondan. Se declara sin lugar el recurso. Voto salvado de la Magistrada Calzada. SL

7880-11. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE BARRERA DE CONTENCIÓN EN INMEDIACIONES DEL TÚNEL ZURQUÍ.  Menciona el recurrente quien es  paramédico, que en el último mes, se han accidentado al menos tres vehículos en un punto de la vía 32, aproximadamente, siete kilómetros después del túnel Zurquí, en el sentido San José Guápiles. Alega que hace varios meses, debido a otro accidente, se destruyó la barrera de contención de lugar, lo que, a su juicio, agrava las consecuencias de los accidentes, pues los vehículos caen en el precipicio. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, realizar, de inmediato, las gestiones pertinentes a efecto que se inicie la colocación de una nueva barrera de contención en el sector señalado por el recurrente. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial.

7496-11. PARTES DE TRANSITO. NIEGAN RECIBIR APELACIÓN. Manifiesta el recurrente  que en la Delegación de Tránsito de San Carlos se negaron a recibir la impugnación que pretendía plantear contra la infracción de tránsito que se le hiciera. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador de la Unidad de Impugnaciones del Consejo de Seguridad Vial, recibir y resolver la impugnación planteada por el amparado contra la boleta de citación número 2009-357016. CL
7499-11. PARTES DE TRÁNSITO. FALTA DEL DEBIDO PROCESO EN COBRO DE MULTA.   Refiere la  recurrente que se le aplicó una multa al vehículo por carecer de revisión técnica. Indica que al presentarse a realizar el pago del derecho de circulación, pudo percatarse que aparecía la multa mencionada. Alega que, en el caso concreto, el oficial de tránsito realizó un parte impersonal sin sustento legal, pues no existía norma que permitiera realizar dicho parte. Agrega que la Dirección General de la Policía de Tránsito se encuentra en la obligación de notificar el parte impersonal, dentro del plazo de diez días hábiles posteriores a la infracción, a quien figure como propietario del vehículo, no obstante en el presente asunto no lo hizo, impidiendo ejercer el derecho de defensa, toda vez que cuando se presentó a las instalaciones del COSEVI, se le indicó que por el tiempo transcurrido no podía apelar. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada violación al artículo 39 de la Constitución Política. Se ordena al  Director Ejecutivo del Consejo de Seguridad Vial, suspender la aplicación de la multa impuesta al vehículo, hasta que se confiera audiencia a la recurrente, para que, si a bien lo tiene, ejerza su derecho de defensa con respecto a dicha sanción. CL

7632-11. PARTES DE TRÁNSITO.  COBRO DE MULTA, EN EL QUE NO SE LE DIO DEBIDO PROCESO. Indica el recurrente que el Consejo de Seguridad Vial no le notificó a él, como dueño del vehículo,  la imposición de una multa porque, supuestamente, el conductor usaba teléfono celular mientras conducía. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución No. 3616-2010-SJ, de 17 de setiembre de 2010, dictada por la Unidad de Impugnaciones de San José del Consejo de Seguridad Vial y,  en consecuencia, el dueño registral del vehículo deberá ser integrado a la litis administrativa como parte principal, notificándole la boleta de citación, llamándolo al procedimiento y otorgándole plazo para impugnarla. CL

7640-11. PARTES DE TRÁNSITO.  COBRO DE MULTA, EN EL QUE NO SE LE DIO DEBIDO PROCESO Manifiestan los recurrentes que el Consejo de Seguridad Vial, no le notificó al dueño del vehículo ni al supuesto infractor, sobre la imposición de una multa por mal estacionamiento del vehículo y omisión de usar el cinturón de seguridad. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución dictada por el Jefe de la Sección de Registro de Multas y Accidentes del Departamento de Infracciones del Consejo de Seguridad Vial el 13 de diciembre de 2010 y, en consecuencia, se deja sin efecto la firmeza otorgada a la boleta de citación No. 2009-200300, por lo que debe ser integrado a la litis administrativa como parte principal, el dueño registral del vehículo, notificándole la boleta de citación, llamándolo al procedimiento y otorgándole plazo para impugnarla. CL

7288-11. PEAJE. COBRO DE PEAJE EN RADIAL A ATENAS. Reclama el recurrente su disconformidad debido  a que la empresa concesionaria de la ruta 27, Autopistas del Sol, cobre el peaje de Atenas (de ida y regreso), a pesar de que la radial a Atenas tuvo que ser cerrada al paso de vehículos por derrumbes desde hace diez meses.  Se indica por no observarse arbitrariedad evidente en el cobro del peaje en la carretera San José-Caldera en la salida de Atenas y dado que no corresponde a esta jurisdicción analizar la procedencia legal o contractual del cobro de un peaje u ordenar la reapertura de la Radial Atenas, se impone declarar sin lugar el recurso, remitiéndose al recurrente a la vía de la legalidad si considera que el peaje cobrado es indebido. Sin embargo, no omite esta Sala recordarle al Consejo Nacional de Concesiones su obligación de ejecutar una solución a la Radial Atenas de una forma eficiente y en respeto de los derechos fundamentales. 
Se declara SIN lugar el recurso. Sin embargo, tome nota el Secretario Técnico del Consejo nacional de Concesiones de lo establecido en el último considerando. SL
MINORIAS
8625-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. DEFICIENCIAS EN SERVICIOS SANITARIOS DE ÁREA DE SALUD.  Aduce el recurrente que el inmueble donde se ubica el Área Rectora de Salud Sureste Metropolitana - frente a la cárcel de San Sebastián-, no cumple lo dispuesto en la Ley No. 7600. Indica que los baños sanitarios son demasiado pequeños y que no existe acceso al área administrativa ubicada en el mezanine superior. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Ministra de Salud y al Director del Área Rectora de Salud Sureste Metropolitana, que, de manera inmediata, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia, para que, dentro del plazo de CUATRO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen aquellas obras que se requieran a efecto que los servicios sanitarios del Área Rectora de Salud Sureste Metropolitana -ubicada frente a la cárcel de San Sebastián, cumplan con lo dispuesto en los instrumentos del Derecho Internacional Público de los Derechos Humanos, la Ley No. 7600 y su Reglamento. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7889-11. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. PROBLEMAS DE RAMPAS DE ACCESO Y ACERAS EN PARADAS DE BUSES DE SAN PEDRO MONTES DE OCA.  Reclama el recurrente que es una persona no vidente, y que en San Pedro de Montes de Oca las aceras se encuentran en mal estado, no hay rampas de acceso en las esquinas, no hay paso para peatones, hay ausencia de reductores de velocidad y de oficiales de tránsito. Asimismo las aceras y las paradas de autobuses de San Pedro son inaccesibles para las personas con discapacidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Montes de Oca, que gire las órdenes y emita las instrucciones respectivas para que se proceda según lo dispuesto en los ordinales 75 in fine y 76 inciso g) del Código Municipal, de modo tal que el problema de aceras y rampas en el sitio ubicado frente a la Agencia de Autos Subarú, en la Calle Tres conocida como Calle de la Amargura, el sector de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Bar Río y la rampa para abordar el autobús de la Ruta Periférica en el costado este del Parque Kennedy, quede resuelto en definitiva en el plazo improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Se declara sin lugar el recurso respecto a lo demás. CL Parcial
7842-11. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. INCUMPLIMIENTO DE LA LEY 7600 EN VARIAS INSTITUCIONES. El amparado establece una denuncia generalizada y, en abstracto, contra el Ministerio de Educación Pública específicamente el Consejo Superior de Ecuación Privada, el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, el Ministerio de Turismo y el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, por cuanto afirma que todas estas instituciones han sido omisas de una implementación de políticas tendentes a generar un acceso irrestricto de la población con discapacidad a formas accesibles de comunicación, tanto en el área de la educación superior en donde no se cuenta con programas de estudio que contengan enseñanza en lesco o braile, así como por parte de las instituciones rectoras de los parques nacionales y del sector turismo, que no han ejecutado planes que fortalezcan el acceso de estos grupos. Al respecto, considera este Tribunal que la presente discusión es sobre la adecuada o inadecuada aplicación en general y en abstracto de la Ley 7600, por lo que no le corresponde a esta Sala revisar su aplicación en este caso. En ese sentido, es importante indicarle a los recurrentes que este Tribunal ha resuelto, reiteradamente, sobre la imposibilidad de recurrir en abstracto y ha indicado que las lesiones que se plantean ante esta sede no se deben de hacer de manera general, indiscriminada y no individualizada, sino que se debe de indicar cuáles son las obligaciones concretas establecidas en la ley, que no se están cumpliendo, asimismo, cómo repercuten éstas en la materia de los derechos fundamentales y, sobre todo, si se produce un agravio en contra de un sujeto en particular, que provoque un perjuicio claro e individualizable. Se declara sin lugar el recurso. SL

7334-11. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. RAMPAS DE ACCESO EN EL MINISTERIO DE SALUD DE PUNTARENAS. Alega el recurrente que se apersonó al edificio de la sede local que ocupa el Ministerio de Salud en Puntarenas, y el mismo carece de rampas para discapacitados, servicios sanitarios, para discapacitados, rótulos que indiquen las áreas que conforman la institución para realizar algún trámite, el techo se ve con herrumbre lo cual evidencia el deterioro del mismo, y hay hacinamiento de personal.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Coordinadora a.i., del Área Rectora de Salud de Puntarenas Chacarita, de la Región Pacífico Central del Ministerio de Salud, que en forma inmediata dicte las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que dentro del TÉRMINO DE SEIS MESES, que se contará a partir de la notificación que se le hará de esta sentencia, sea habilitado el edificio que ocupa esa Área Rectora, con el objetivo de que las personas con discapacidad, puedan acceder a sus instalaciones, orientarse dentro de ellas, y contar con los servicios indispensables adecuados a sus condiciones, en igualdad con aquellas personas que no tienen discapacidad. CL

7281-11 PERSONA CON DISCAPACIDAD. ACCESIBILIDAD PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL EN BIBLIOTECA DE TIBÁS. Indica el recurrente que  padece de discapacidad visual y que en el cantón de Tibás no existe una biblioteca que cumpla los requerimientos necesarios para ser accesible a las personas con discapacidad visual.  Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Cultura y Juventud, girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de su competencia para que progresivamente la Biblioteca Pública de Tibás cuente con todo el equipo necesario y se adopten las medidas necesarias para hacer cada vez más accesible a las personas con discapacidad, en especial en este caso, a las personas con discapacidad visual los servicios que presta dicha biblioteca. CL

MUNICIPALIDAD
8606-11. DAÑOS A PROPIEDADES. POR TRABAJOS EN TALLER. Indican los recurrentes que las obras que se realizan en las instalaciones del Taller Cerma, producen  una gran cantidad de polvo. Refieren que  como consecuencia de los movimientos de tierra, las viviendas colindantes han sufrido daños, además, existe amenaza de deslizamientos ante la constante vibración de los terrenos y no existen previstas para las aguas, con el agravante que la empresa desarrolladora carece de Viabilidad Ambiental y de los permisos sanitarios correspondientes.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Goicoechea, al Secretario General a.i. de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y  Directora del Área Rectora de Salud de Goicoechea,  suspender las obras que se realizan en el taller Cerma, hasta tanto no exista certeza que no impactaran el medio ambiente. En lo que atañe a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

8615-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA TERMINAR TRABAJO.  Mencionan los recurrentes que la Municipalidad no ha velado por sus intereses, en virtud que no ha procurado que el camino vecinal San Pablo- El Poró  de Turrubares,  se encuentre en buenas condiciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Turrubares,  implementar y realizar las acciones que estén dentro del ámbito de su competencia para que dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se inicien y concluyan las obras de reparación y mantenimiento de la vía San Pablo - El Poró. CL
8612-11. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS- CORDÓN DE CAÑO- LIMPIEZA DE VÍAS Y ALCANTARILLADO EN POZOS DE SANTA ANA. Alega el recurrente que en la comunidad de  Pozos de Santa Ana, existe falta de aceras, cordón de caño, alcantarillado y limpieza de vías, desde el banco HSBC hasta el Centro Comercial Momentum Lindora. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al  Alcalde de Santa Ana, realizar, de inmediato, las gestiones pertinentes a efecto de iniciar y concluir, en un plazo razonable, la construcción de las aceras, el cordón de caño y el alcantarillado en el distrito de Pozos de Santa Ana, desde el Banco HSBC hasta el Centro Comercial Momentum Lindora. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7878-11.  AGUAS.  DENUNCIA POR FALTA DE ENTUBAMIENTO DE AGUAS PLUVIALES Y RESIDUALES.  Acusa la recurrente que a pesar de las reiteradas denuncias, escritas y verbales, ante las autoridades recurridas, por falta de entubamiento de aguas pluviales y residuales procedentes de un camino público que linda con su terreno, no han intervenido con sus competencias para darle una solución efectiva al grave problema de inundaciones en su propiedad, que inclusive ha causado un gran daño por erosión. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra la Municipalidad de San Carlos. Se ordena al Alcalde de San Carlos, que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras de entubamiento de aguas que afectan la propiedad de la recurrente. Respecto al Área Rectora de Salud de Ciudad Quesada, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7890-11. DENUNCIA. CANALIZACIÓN DE AGUAS PLUVIALES. Manifiesta la recurrente su disconformidad con la Municipalidad recurrida, por cuanto no han adoptado las medidas pertinentes, a fin de dar solución a la denuncia que planteó respecto a las aguas pluviales que canalizan frente a su propiedad.   Indica que acudió al Ministerio y desde hace dos años le indicaron que realizarían un estudio hidráulico, el cual no se ha efectuado. Señala la falta de aceras en una parte específica del lugar donde habita y que la caseta o parada de autobús es muy pequeña, y además, se está cayendo a pedazos, poniendo en riesgo la vida de las personas.  Se declara con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de San Pablo de Heredia y del Consejo Nacional de Vialidad. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal de San Pablo de Heredia y al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, resolver de manera definitiva la denuncia planteada por el amparado de conformidad a sus competencias y tomando en cuenta las recomendaciones de la Defensoría de los Habitantes de la República, así como notificar lo correspondiente al amparado, todo dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Se declara sin lugar el recurso respecto a los demás recurridos. CL Parcial 

7962-11. CONSULTA PÚBLICA. PARTICIPACIÓN CIUDADANA REGLAMENTO MUNICIPAL.  Acusa el recurrente  que la Municipalidad de San José, de manera irregular, publicó una modificación al Reglamento de Ubicación y Otorgamiento de Licencias Constructivas para Infraestructura de Telecomunicaciones, sin que, de previo, otorgaran el plazo correspondiente señalado en el artículo 43 del Código Municipal para que los ciudadanos pudieran pronunciarse y emitir las objeciones que estimaran pertinentes. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la reforma al  Reglamento de la Municipalidad de San José de Ubicación y Otorgamiento de Licencias Constructivas para Infraestructura de Telecomunicaciones, aprobada en la Sesión Ordinaria No. 54 del Concejo Municipal de San José el 10 de mayo de 2011 y publicada en La Gaceta No. 95 de 18 de mayo de 2011. Se le ordena a la Alcaldesa y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de San José, que, DE MANERA INMEDIATA, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia a efecto que la reforma en cuestión sea publicada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 del Código Municipal y, en ese particular, sea sometida a la respectiva consulta pública. CL

7598-11.  AGUJAS. URBANIZACIÓN MONSERRAT EN EL CANTÓN DE LA UNIÓN. Manifiesta el  recurrente que en la Urbanización Montserrat varias calles públicas están obstruidas por cadenas, resultando imposible transitar por ellas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad del Cantón de La Unión, interponer las acciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencia para que de forma inmediata se remuevan o eliminen los obstáculos ubicados en la vía pública que limiten el tránsito en la Urbanización Montserrat. CL

7231-11. SERVICIOS PÚBLICOS. NIEGAN PAGO DE SERVICIOS PÚBLICOS. Acusa el recurrente que los recurridos no le permiten cancelar el monto por concepto del servicio público de agua y de recolección de basura, en virtud de que el dueño de la casa de habitación que alquila, tiene pendiente el pago de los impuestos de patente municipal, por un local comercial de su propiedad. Se declara con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de San Carlos. Se ordena al Alcalde Municipal y al Administrador Tributario ambos de la Municipalidad de San Carlos, que coordinen y realicen las actuaciones que estén dentro del marco de sus competencias para que, EN FORMA INMEDIATA, se reciba al amparado, el pago que por concepto de servicios públicos de agua y recolección de basura deba realizar ante esa Corporación Municipal. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7224-11. CALLE PUBLICA. SE ORDENA REMOVER PORTON INSTALADO EN CALLE PUBLICA EN SAN PABLO DE HEREDIA.  Manifiesta el recurrente que la amparada presentó ante la Alcaldía recurrida una queja por el permiso otorgado por ese municipio para que los vecinos del Residencial que se ubica hacía el lado oeste del inmueble, instalaran un portón metálico en la calle pública que da acceso al mismo. Indica que se solicitó que se eliminara completamente de la calle pública el citado portón, pero no se ha procedido conforme. Señala que respecto de la denuncia el abogado se ha presentado en varias ocasiones a la Municipalidad a consultar sobre su trámite, no obstante, la única respuesta que ha tenido por parte de la Alcaldesa es que se procedería a eliminar por completo el mencionado portón, ya que era evidente que no se podía construir un portón en calle pública, además que se estaba violando el derecho de propiedad, sin  embargo todavía se encuentra instalado el mencionado portón. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de la Municipalidad de San Pablo de Heredia, remover de forma INMEDIATA al comunicado de la presente resolución, el portón metálico ubicado en la vía pública que restringe o limita el acceso a la propiedad del  amparado.  En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
7205-11. HIDRANTES. AUSENCIA DE HIDRANTES EN CARRIZAL DE ALAJUELA. Alega el  recurrente que actualmente la ciudadanía de Carrizal está expuesta a incendios, y solo existe un hidrante en las cercanías de la farmacia de Carrizal, pese a que dicha comunidad es muy poblada. En este caso, se constata que no existe asidero probatorio para acoger el reclamo del recurrente y, además la decisión de las autoridades de colocar más hidrantes en la zona indicada por el recurrente se dio sin intervención de este Tribunal. SL
PENSIONES ALIMENTARIAS

8716-11. APREMIO CORPORAL. EDAD MINIMA Y MAXIMA EMITIR ORDEN DE APREMIO POR PENSION ALIMENTARIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias. A criterio del accionante, la norma transgrede el artículo 51 de la Constitución Política, toda vez, que establece una despenalización a favor de personas mayores de setenta y un años, cuando en realidad se considera adulto mayor a aquella persona mayor de 65 años, de modo que encontrándose en situación de imposibilidad no solo de mantenerse a sí mismo, además se le impone cumplir con la obligación de dar alimentos, y se le compele mediante la orden de apremio. Señala la Sala que resulta claro, que tanto en su gestión legislativa como administrativa, el Estado debe proteger a los adultos mayores, tomando en cuenta sus necesidades particulares y su condición de titular de derechos fundamentales, esto con el fin de asegurarles una mejor calidad de vida y evitar su segregación social. Por ello, ante intereses contrapuestos como los tutelados en la misma norma constitucional, en este caso, las necesidades del beneficiario alimentario y el obligado a dar alimentos, aún y cuando éste sea adulto mayor, el Juez es quien debe valorar en cada caso concreto, si la persona está en capacidad o no de brindar pensión alimentaria. No obstante lo anterior, en cuanto a la determinación de la posibilidad de dictar el apremio corporal, como ya se indicó, al tratarse de un límite a un derecho fundamental como lo es la libertad personal, cuyo fin es proteger los derechos de rango constitucional también reconocidos a los menores de edad, es el legislador ordinario, el que se encuentra facultado para diseñar con base en principios de razonabilidad y proporcionalidad, el procedimiento correspondiente, así como los presupuestos y requisitos para su respectiva aplicación. Por otra parte, si bien es cierto, de conformidad con el Derecho de la Constitución, el Estado se encuentra en la obligación de brindar una protección especial al adulto mayor, también lo es, que esos preceptos constitucionales no pueden ser interpretados en forma aislada, por el contrario, para su correcta aplicación, deben interpretarse en forma armónica con el resto de la Constitución y los Instrumentos Internacionales, por cuanto todo derecho fundamental tiene como límite inmediato el ejercicio de los derechos de terceros. Al respecto, aún cuando en efecto la Constitución Política establece por una parte la obligación del Estado de brindar protección especial al anciano, por otra, establece también la obligación de brindar una protección especial a los niños y niñas, por lo que ambos preceptos deben interpretarse en forma armónica y conjunta, en procura de un adecuado equilibrio entre ellos. Así las cosas, de la lectura de la norma se tiene, que tratándose de la obligación alimentaria, el legislador al diseñar los mecanismos para hacer efectivo su cobro, dispuso de la figura del apremio corporal como límite a la libertad personal, sin embargo, optó por restringir su aplicación en razón de la edad, estableciendo un máximo setenta y un años; independientemente de la edad considerada como parámetro para determinar a una persona como adulto mayorEn virtud de ello, y considerando la Sala que no se han vulnerado los derechos reclamados y así lo ha sostenido este Tribunal, ante una interpretación armónica de dos derechos fundamentales tutelados, lo procedente es rechazar la acción por el fondo. RF
PODER EJECUTIVO
8718-11. TELECOMUNICACIONES. PLAN NACIONAL DE ATRIBUCIÓN DE FRECUENCIAS (PNAF). Acción de Inconstitucionalidad en contra del DECRETO EJECUTIVO DE 35866 MINAET. El principal alegato de inconstitucionalidad que ofrecen los accionantes consiste en que la “asignación no exclusiva” señalada por el decreto en cuestión de los rangos de las frecuencias actualmente destinadas a enlaces de microondas que han sido concesionadas al Instituto Costarricense de Electricidad, es un acto discriminatorio y lesivo de los principios de Legalidad, Jerarquía Normativa, Soberanía e Igualdad ante la Ley, así como el derecho fundamental a la comunicación y a la información de los habitantes. Lo anterior por cuanto aseguran que mediante un decreto, el Poder Ejecutivo retiró al ICE parte del espectro que por ley le fue concesionado, y las restantes bandas que se le respetan se le están sustrayendo parcialmente, quedando sujetas a ser compartidas obligatoriamente con los principios competidores. Aseguran que esto perjudica al instituto toda vez que se disminuye su capacidad para competir en un mercado abierto de telecomunicaciones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada infracción a los artículos 11, 33, y 41 de la Constitución Política. En los demás extremos se rechaza de plano. Los magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan su voto y le dan curso a la acción por la violación al principio de Reserva de Ley por parte del Decreto Ejecutivo N°35866 MINAET. RF
8513-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA CONCLUIR OBRA DE INFRAESTRUCTURA DEL PUENTE  SOBRE EL RIÓ PACACUA  EN EL CANTÓN DE MORA. Refiere el  recurrente que con ocasión de las ondas tropicales que azotaron el país en los meses de setiembre y octubre de 2007, la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, dispuso, desde el mes de abril del año 2008 y al amparo del Decreto Ejecutivo número DE-34045-MP, la reconstrucción de los puentes que pasan sobre el río Pacacua, denominado Antigua Oxford, a la altura de calle Las Carreras y el segundo, el puente que pasa a la altura de calle Las Perolas ambos del cantón de Mora; sin embargo, a la fecha y pese a esa declaratoria de emergencia, dichos proyectos no han sido ejecutados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo y a la Jefa de la Contraloría de Unidades Ejecutoras ambos de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo máximo de UN AÑO, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen los trabajos necesarios para que se concluya la instalación del puente conocido como Antigua Oxford, sobre el río Pacacua, a la altura de calle Las Carreras y del puente sobre el río Pacacua, a la altura de calle Las Perolas ambos en el cantón de Mora. CL

8085-11. NOMBRAMIENTO. ATRASO DEL NOMBRAMIENTO DEL TRIBUNAL REGISTRAL ADMINISTRATIVO. El recurrente estimó transgredidos sus derechos al buen funcionamiento de los servicios públicos y acceso a la justicia, pues, en su criterio, al no estar integrado, formalmente, el Tribunal Registral Administrativo, no se ha resuelto el recurso de apelación que presentó contra la denegatoria del procedimiento de fiscalización que se planteó contra la asociación amparada. Sobre el derecho fundamental innominado o atípico que es el de los administrados al buen funcionamiento de los servicios públicos, se cita la sentencia 5207-04. Asimismo consta que el Tribunal Registral Administrativo no se encontraba, formalmente, constituido, habida cuenta que el nombramiento de los integrantes de ese órgano, dispuesto por acuerdo del Poder Ejecutivo Nº 183-2010 de 14 de diciembre de 2010, no había sido ratificado por la Asamblea Legislativa -  según lo dispone la Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de  Propiedad  Intelectual. Se trata de una función materialmente administrativa que debe ejercer la Asamblea Legislativa ajustada a los principios constitucionales de eficiencia, eficacia, buena administración pública y celeridad. En el sub-lite, no se cuestiona una función materialmente legislativa, respecto de la que el Congreso tenga un margen amplio de discrecionalidad en cuanto al momento de ejercerla. Esta omisión de la Asamblea Legislativa hace nugatorio el acceso a la justicia administrativa, vulnera el derecho al buen funcionamiento de los servicios públicos y los principios constitucionales indicados. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado. CL
7897-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA INSTALAR DISPOSITIVO SONORO EN SEMÁFORO. Reclaman los recurrentes que en la vía principal que permite el tránsito en sentido Heredia-San José, por el costado este del parque de Santo Domingo de Heredia, existe un semáforo intermitente que no brinda la seguridad necesaria, ya que no cuenta con un dispositivo sonoro para personas no videntes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro y al Director de Ingeniería de Tránsito, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, respectivamente, que  dispongan las acciones que se encuentren bajo el ámbito de sus competencias a fin de que se instale el dispositivo sonoro en el semáforo intermitente ubicado en la vía principal que permite el tránsito en sentido Heredia-San José, por el costado este del parque de Santo Domingo, todo dentro del plazo de tres meses contado a partir de la notificación de ésta resolución. CL
7597-11. PATRIMONIO HISTÓRICO ARQUITECTÓNICO. SE ORDENADA DAR MANTENIMIENTO AL EDIFICIO “AMPARO ZELEDÓN” EN GOICOECHEA. Alega el recurrente su disconformidad con la falta de mantenimiento que  le da la Dirección General de Adaptación Social a la parte que posee del edificio “Amparo Zeledón” en Goicoechea. En el presente caso, no cabe duda que se trata de un bien de los protegidos en el artículo 89 de la Constitución, pues se decretó su formal declaratoria de reliquia de interés arquitectónico e histórico en 1981, por lo que cabe discutir en amparo si se ha incurrido en actos u omisiones graves que contravengan la condición de bien de protección especial que le confiere el ordenamiento jurídico. Desde esa perspectiva, sin embargo, no hay prueba de que el Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural haya desatendido abiertamente su deber de supervisar que al bien se le de la conservación que requiere, por lo que, respecto de esa dependencia debe desestimarse el amparo. En cuanto a la Dirección General de Adaptación Social, consta que se violentó la condición de bien de valor histórico arquitectónico del inmueble en dos vertientes: al ejecutar obras incompatibles con su conservación y al omitir darle mantenimiento oportuno y adecuado. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Dirección General de Adaptación Social. Se ordena al Director General de Adaptación Social, adoptar las medidas necesarias para que, a la mayor brevedad posible, se de a la parte que ocupa del edificio Amparo Zeledón la conservación que corresponde a su condición de bien de interés arquitectónico e histórico. En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial

PODER JUDICIAL
7182-11. DEFENSA PÚBLICA. EN ASUNTOS DE VIOLENCIA DOMESTICA. Alega el recurrente que en su contra se tramita el Proceso de Violencia Doméstica, en el que se dictaron medidas de protección en su perjuicio. Indica que a pesar de haber solicitado que se le nombrara un defensor público, la Defensa Pública le negó la asistencia letrada, lo que estima lo coloca en estado de indefensión. Este Tribunal no observa que en la especie se haya lesionado derecho alguno, toda vez que, no en todos los casos, ello implica que se deba nombrar patrocinio letrado a cargo del Estado. En los procesos de Violencia Doméstica la Defensa Pública no se encuentra en la obligación de brindar representación alguna, no obstante, al recurrente se le orientó sobre el proceso y se le indicó que podía acudir a Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica. En ese sentido, concluye esta Sala que, en este caso, no se lesionó derecho fundamental alguno del amparado, razón por la cual lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL
PRIVADOS DE LIBERTAD
8465-11.CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO LA REFORMA. Manifiesta el recurrente que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional San Rafael y que desde el ocho de abril del presente año, solicitó ante la autoridad recurrida, ser reubicado en el módulo de compromisos y oportunidades, conocido como “Casitas” pero no se le ha brindado respuesta alguna a su gestión. Explica que actualmente está enfermo y se encuentra ubicado en un dormitorio que pese a estar designado para albergar 50 privados de libertad, hay 72, que disponen de solamente un servicio sanitario, lo cual implica que sus condiciones de vida son infrahumanas y agravan su situación de salud, ya que duerme en el suelo. Alega que padece obesidad mórbida,  y otras enfermedades, por lo que debe contar con un suministro diario de doce medicamentos pero el recurrido no se los suministra y por el contrario, extravían las medicinas, lo que empeora su condición de salud. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, en cuanto al hacinamiento crítico, a la falta de servicios sanitarios y de camas para los privados de libertad. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional San Rafael, que adopte inmediatamente las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico en el dormitorio en el cual se encuentra ubicado el amparado. Asimismo, que de manera inmediata se solucione el problema de los privados de libertad que se encuentran durmiendo en el suelo en el dormitorio indicado, de tal forma que se les facilite una cama en igualdad de condiciones con los demás reclusos que sí la poseen. También que se adopten las medidas necesarias para que de forma inmediata procedan a instalar la cantidad de servicios sanitarios y lavamanos necesarios para la cantidad de privados de libertad allí ubicados. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

8622-11. ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MEDICA. Menciona el recurrente acusa que padece de fuertes dolores de cabeza e irritación en los ojos,  sin que las autoridades recurridas le hayan brindado la atención médica requerida pues desde hace meses se encuentra en lista de espera y a la fecha no ha sido atendido. Se declara con lugar recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños  y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

7998-11. ABUSO POLICIAL. SE ACUSAN AGRESIONES POR PARTE DE LA POLICIA PENITENCIARIA.  Acusa el recurrente que se encuentra privado de libertad en el ámbito F del centro penitenciario La Reforma; no obstante, los Oficiales de Seguridad encargados abusan de su autoridad, hacen uso desmedido de la fuerza, los agraden física y psicológicamente, realizan falsos reportes y lo amenazan  de muerte. En el presente caso estima la Sala que según el dictamen médico legal aportado a este expediente no se puede mediante la pericia realizada descartar con objetividad la existencia o no, de lesiones compatibles con el mecanismo de trauma narrado, por cuanto la valoración pericial se realiza dos meses después de los supuestos hechos, y tampoco existe archivos médicos para consultar el caso en estudio, por lo que expuesto procede declarar sin lugar el recurso. SL

7988-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO LA REFORMA. Reclama el recurrente que en el módulo D de la Unidad de Pensiones Alimentarias del Centro de Atención Institucional La Reforma, existe hacinamiento. Reclama que solamente existe un servicio sanitario y una ducha para una población de cuarenta y dos personas, y que dichas instalaciones no reúnen las condiciones estructurales de accesibilidad para las personas con discapacidad. Subrayó que quienes se encuentran allí por apremio corporal, son sometidos a la disciplina que se aplica a quienes cumplen sentencia, inclusive, los encierran por veinticuatro horas, mientras los privados de libertad de otros ámbitos utilizan el gimnasio y las zonas verdes. Adujo que no existe un área de fumado, salidas de emergencia y mucho menos un plan de evacuación que permita salvar la vida de los privados de libertad en caso de un sismo o de un incendio. Igualmente, acusó que hay mala disposición de los desechos sólidos, pues los basureros se encuentran ubicados en lugares inapropiados y no poseen tapas, además no se garantiza la potabilidad del agua que consume. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la ausencia de un plan de evacuación, la inidoneidad de las salidas de emergencia, no garantizarse la potabilidad del agua ni, la correcta disposición de los desechos sólidos. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma,  al Director General de Adaptación Social, y a la Ministra de Salud, que dentro del plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, lleven acabo, coordinadamente, todas las actuaciones que estén dentro de sus competencias, para que: a) se implemente un plan de evacuación en la Unidad de Pensiones Alimentarias del Centro de Atención Institucional La Reforma y se efectúen las remodelaciones necesarias al inmueble, de manera tal que se salvaguarde la seguridad, integridad y vida de los privados de libertad, en caso de un sismo o incendio, por supuesto, en condiciones que impidan su evasión; b) se realicen las pruebas técnicas en coordinación con el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, para determinar la potabilidad del agua suministrada en el Centro de Atención Institucional La Reforma y; c) tomar las medidas para la correcta disposición de los desechos sólidos a lo interno de la Unidad.  En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
7441-11. IMPUTADO.  AGRESIÓN DURANTE EL TRASLADO.  Acusa el recurrente haber sido víctima de malos tratos, contrarios a su dignidad, por parte de los custodios que lo trasladaron desde el Centro de Atención Institucional La Reforma  hacia la Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de San José. En este caso, señala la Sala que en el cumplimiento de sus funciones, algunas veces las autoridades policiales se vean compelidas a utilizar la fuerza física sobre las personas que se encuentran detenidas; sin embargo, debe tratarse el uso de la fuerza en forma racional y, su valoración depende de las circunstancias del caso concreto por cuanto un mismo acto puede tener distinta calificación según el contexto. En este caso, según el dictamen médico allegado a los autos, se desprende que el amparado fue víctima de malos tratos como consecuencia del uso de la fuerza utilizada por los custodios recurridas, más allá de lo indispensable para someterlo a la diligencia policial que se les encargó. Se declara con lugar el recurso. Se previene a los recurridos  en su condición respectiva de Director General del Organismo de Investigación Judicial, Director General y Directora del Ámbito de Convivencia D "Mediana Cerrada", ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma que no deberán incurrir nuevamente en los actos que dan mérito para acoger el recurso .CL

7346-11. PERSONA CON DISCAPACIDAD. SE ORDENA DAR LA ATENCIÓN QUE REQUIERE PRIVADO DE LIBERTAD. Manifiesta el recurrente que el  amparado padece de una discapacidad compleja o paraplejia completa, lo que lo obliga a estar postrado en una silla de ruedas sin poder valerse por sí mismo.  Refiere que a raíz de unas heridas de arma de fuego tiene problemas en la vejiga y en el intestino; además, padece de trombosis en una pierna y úlceras severas.  Alega que las administraciones recurridas no cuentan con las condiciones sanitarias para tratar adecuadamente la condición de salud del amparado y éste debe recibir atención durante las veinticuatro horas del día. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma y al Director Médico de la Clínica La Reforma, respectivamente, que tomen las medidas urgentes y necesarias para atender la salud del amparado, y comunicar de forma inmediata a la autoridad jurisdiccional la situación del privado de libertad. CL
7230-11. EDUCACIÓN. FALTA DE DOCENTES. Alega el recurrente que  en el Centro de Atención Institucional San Rafael, faltan docentes para impartir clases a quinientos veintinueve estudiantes. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho a la educación. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional de San Rafael, tomar de inmediato las acciones necesarias para que el Ministerio de Educación Pública nombre a los profesores en las materias requeridas para cubrir los ciclos educativos que se imparten. CL

7361-11. CONDICIONES. PROBLEMAS CON EL ABASTECIMIENTO DE AGUA EN LA REFORMA.  Acusa el recurrente que el Ámbito D (Mediana cerrada), Pabellón B 1 del Centro Penitenciario recurrido no tiene agua potable ni para beber ni para el uso en otras necesidades básicas, los servicios sanitarios son tipo "turcos", los cuales están al lado de donde comen y duermen, situación que agrava el hacinamiento en que se encuentran. Agrega que por esa razón aparecen brotes de enfermedades estomacales, alergias, intoxicaciones y otras. Señala que las autoridades penitenciarias lo que hacen es enviar el agua racionada por plazos de tiempo absolutamente insuficientes para las necesidades de los seres humanos que viven allí hacinados. Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso por violación al artículo 40 de la Constitución Política. En consecuencia se ordena al Director del Centro de Atención Institucional, que procedan a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo máximo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se disminuya la sobrepoblación que se mantiene en el Ámbito D de ese centro penal, hasta llegar a su capacidad real. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7110-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO DE CARTAGO. AMBITO A Y B. Alegan los recurrentes que se encuentran privados de libertad en el Centro de Atención Institucional Cartago, en condiciones de hacinamiento, que existen ahí personas que deben de dormir en el suelo o hasta en los servicios sanitarios; que los pabellones A y B, están sobre poblados ya que en cada habitación hay más de  catorce compañeros que comparten un espacio pequeño; que la ración de comida es poca y que no se cuenta con una seguridad efectiva para proteger su integridad física. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente en cuanto al hacinamiento crítico por ser superior o igual a ciento veinte detenidos por cien lugares realmente disponibles de la capacidad máxima, lo anterior con base en los parámetros fijados por las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos y las recomendaciones del Comité Europeo para los Problemas Criminales. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Se ordena al Director General de Adaptación Social y  al Director del Centro de Atención Institucional Cartago, que, adopten INMEDIATAMENTE las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico en el Centro de Atención Institucional Cocorí en Cartago. CL
7122-11. TRASLADOS.  FALTA DE CONDICIONES  MINIMAS EN LOS VEHÍCULOS QUE TRANSPORTAN A PRIVADOS DE LIBERTAD. Señala el actor que sufre una infección en la mandíbula y que no ha podido ser trasladado para la atención de su padecimiento, pues se le ofrece transporte en condiciones inseguras e indignas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director del Centro del Programa Institucional de Cartago, adoptar las disposiciones necesarias para que se vele adecuadamente por el derecho a la salud del tutelado y si ello implica su traslado fuera del centro penitenciario no se ponga en riesgo su seguridad, integridad física ni dignidad. CL

SERVICIOS PUBLICOS
8706-11. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR. Alega el recurrente que desde hace meses el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, sin razón alguna y de manera intempestiva, suspendió el suministro continuo de agua en Cañas. Agregó que, en los barrios ubicados en la parte alta del cantón, la suspensión se extiende casi las veinticuatro horas del día. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Jefe de la Oficina Local de Cañas del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, asegurar, de inmediato, la continuidad del servicio y la potabilidad del agua. CL

7969-11. TELÉFONO. COBRO DE MULTA POR LLAMADAS FALSAS A SERVICIO DE EMERGENCIAS. Estima el recurrente que el monto de la multa que le fue impuesto, por realizar llamadas falsas al Servicio 911 del número de teléfono que aparece registrado a su  nombre es desproporcional. En este caso consta que al recurrente se le dio debido proceso, por lo que se declara sin lugar el recurso. SL

7973-11. SERVICIO DE AGUA. NIEGAN INSTALACIÓN. Mencionan los recurrentes que a pesar de que se han realizado diversas gestiones ante las autoridades recurridas para contar con el servicio de agua potable, a la fecha no ha sido posible la instalación, lo que les ha generado problemas de salud  por consumir agua sin las condiciones mínimas que exige la salud pública. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados se refiere. En consecuencia, se ordena al Jefe de la Oficina Cantonal del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en Buenos Aires, que adopte y ejecute EN FORMA INMEDIATA las medidas necesarias a fin de que en el plazo improrrogable de TRES MESES contados a partir de la notificación de esta sentencia se efectúen los trabajos que sean necesarios para garantizarle a los recurrentes el disfrute del servicio de agua potable en sus casas de habitación, de lo que se deberá informar oportunamente a este Tribunal Constitucional. A su vez, en vista de la necesidad actual de los amparados y sus familias deberá efectuar las acciones necesarias y pertinentes para proveerles de manera inmediata de un acceso a agua potable. CL

7958-11. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR.  Mencionan los recurrentes que son vecinos de San Francisco de Vásquez de Coronado  y que sufren constantemente problemas de racionamiento de agua potable. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, adoptar las medidas pertinentes dentro de la esfera de su competencia para solucionar, de manera definitiva, el problema de abastecimiento de agua potable de los vecinos de San Francisco de Vásquez de Coronado.  CL

7600-11. SERVICIO DE AGUA. SUJETO DE DERECHO PRIVADO CORTA SUMINISTRO DE AGUA.    Reclaman los recurrentes que la recurrida cortó el suministro de agua potable a su vivienda, ubicada dentro de la misma propiedad sobre la que ambas son copropietarias de un derecho. Menciona que se solicitó una paja de agua a Acueductos y Alcantarillados, la cual le denegaron por faltar los requisitos reglamentarios. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente contra de la recurrida, a quien se le ordena que, dentro de las veinticuatro horas posteriores a la notificación de esta sentencia, conecte el agua potable a la vivienda de la recurrente, como se encontraba con anterioridad a los hechos que originaron el presente recurso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
7497-11. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR. Reclama el recurrente que la Municipalidad de Cartago brinda un servicio de agua irregular a la urbanización Cartago 2000, pues el agua está contaminada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago, que dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, ejecuten las acciones que sean necesarias y las obras requeridas para solucionar el problema que se presenta con el servicio de agua potable en la Urbanización Cartago 2000. CL

7808-11. SEGURO DE VEHÍCULOS. BENEFICIARIOS EN SEGUROS DE VEHÍCULOS ES TANTO LA MADRE COMO EL PADRE DE CRIANZA. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP del cuatro de julio de mil novecientos noventa y seis. Las normas se impugnan en la medida en que no incluyen como beneficiario del seguro obligatorio de vehículos, en caso de muerte, al “padre de crianza”, pese a que sí está comprendida la “madre de crianza”, lesionándose de esta forma los principios de igualdad y protección constitucional de la familia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, debe entenderse incluido al padre de crianza como beneficiario en los artículos 60 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y 26.1.5 del Reglamento sobre el seguro obligatorio para vehículos automotores, Decreto Ejecutivo número 25370-MOPT-J-MP. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las normas impugnadas, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL















